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ESTADOS UNIDOS DE VENEZUELA 

Ministerio de Kelaciones Exteriores. — Dirección de 
Derecho Público Exterior. 

Caracas: 14 de agosto de 1896. 

EESUELTO: 

Simultáneamente acaba de salir á luz en 
Washington y en Londres la correspondencia 
diplomática cruzada entre el Gobierno de los 
Estados Unidos y el de la Gran Bretaña con 
motit-o de un proyecto de Arbitraje Interna- 
cional aplicable ' á la cuestión de límites pen- 
diente entre Venezuela y la Colonia de Deme- 
rara^ correspondencia que pone una vez más de 
manifiesto la acción saludable ¿e la Gran Kepu- 
blica del Norte en un asunto de interés primor- 
dial para todo el hemisferio, por la relación 
íntima que guarda con la integridad de sus 
territorios constituidos en Naciones libres y sobe- 
ranas. Y, considerada por el Señor Presidente de 
la Kepública en Consejo de Ministros la natura- 
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leza de esa publicación, donde aparecen defen- 
didos experta y sabiamente, por parte del Depar- 
tamento de Estado de Washington, principios 
y doctrinas á que viene acogiéndose VenezAiela 
para sacar ilesos sus derechos y su dignidad en 
la más grave de las cuestiones que registran 
sus anales políticos, ha dispuesto que se lleve á 
cabo una edición especial en idioma castellana 
de todas las notas que constituyen la mencio- 
nada correspondencia, y hacerla circular no sólo 
en el País sino en todas las demás República» 
hermanas, como prenda de reconocimiento al 
Gobierno de los Estrados Unidos, al par que 
como grata contribución á la propaganda de 
ideas tan gallardamente sustentadas por el 
Gran Pueblo del Norte en pro de la seguridad 
común y en favor de la paz internacional. 

Por el Ejecutivo Nacional, 

P. EzEQuiEL Rojas. . • 
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CORRESPONDENCIA 

EKTBB US ESTAIOS DHIDOS T LA SRU BBITAli. 

(traducción) 

EL SEÑOB BAYAHD AL MAEQÜÉS DE SALISBUEY, 

Embajada de los Estados Unidos. 

Londres: 27 de febrero de 1896. 
Milord : 

A fin de llegar á un acuerdo bien definido 
respecto de una base de negociación para constituir 
un tribunal que determine arbitralmente la frontera 
entre la Guayana Británica y Venezuela, — cosa 
que, al parecer, se desea casi unánimemente, no 
menos en los Estados Unidos que en la Gran Bre- 
taña — tengo el honor de poner en conocimiento de 
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V. E. que mis instrucciones contindan indicando 
urgente deseo de alejar la cuestión, cuanto antes 
Meñ dable, de la esfera de toda posible controver- 
sia ; y al intento he solicitado tina entrevista co» 
V. E., á fin de proponer, en nombre de mi Gobier- 
no, que inmediatamente se entre en negociaciones 
en Washington para llevar á efecto ese propósito, 
y que al Embajador de Su Majestad en aquella 
ciudad se le confieran poderes para discutir allí la 
cuestión con el Secretario de Estado. 

Ha sido grandemente deseado por el Secre- 
tario de Estado de los Estados Unidos, que se pre- 
sente una definición clara délos '^establecimientos" 
fundados por particulares en el territorio disputado, 
— ^los cuales, según se entiende, desea el Gobierno 
de Su Majestad qué se excluyan déla propuesta 
sumisión al arbitraje — junto con las razones expli- 
cativas que puedan facilitar la comprensión del 
intento y propósito de tal exclusión. 

Es deseo de mi Gobierno contribuir á una ba-- 
se de arreglo que se recomiende al sentimiento de 
justicia de ambos países, é investir el propuesto tri- 
bunal arbitral de altos y liberales poderes para 
asegurar justicia y equidad en su fallo. 

Tengo etc. 

T. F.Bayakd. 



LOKU SALLSBURV AL SKÑOK BAYAKU 



Ministerio de lo Exterior. 



Excelentísimo Señor : 



3 de marzo de 1896. 



La nota que pusisteis en mis manos en nues- 
tra entrevista del 27 del mes último ha recibido 
la cuidadosa consideración del Gobierno de Su Ma- 
jestad. 

Las comunicaciones que han mediado ya entre 
el Gobierno de Su Majestad y el de los Estados 
Unidos os han dado á conocer el deseo del Go- 
bierno de Su Majestad de llevar á un arreglo 
equitativo la diferencia existente entre él y la Re- 
pública de Venezuela. El conviene por tanto con 
placer en la insinuación de que con ese fin se abran 
negociaciones en Washington sin demora innecesa- 
ria, y yo he apoderado en consecuencia á Sir Julián 
Pauncefote para discutir la cuestión, ya con el re- 
presentante de Venezuela, ya cori el Gobierno 
de los Estados Unidos, en calidad de amigo de 
ella. 

Yo comunicaré al Secretario de Estado en el 
Departamento de Colonias el deseo que tiene el 
Señor Olney de ser informado del sentido preciso 
que da el Gobierno de Su Majestad á la palabra 
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^^ establecimientos " en el territorio disputado. Las 
limitaciones ó condiciones que hayan de aplicarse 
á la jurisdicción arbitral de cualquier tribunal crea- 
do con el fin de decidir cuestiones en disputa se- 
rán asunto propio de la negociación á que nos ha 
invitado él Gobierno de los Estados Unidos. En 
nuestra entrevista ya mencionada me atreví, sin 
embargo, á insinuar un modo de obrar que no sólo 
tendría el efecto de ahorrar tiempo, lo cual consi- 
dero, de acuerdo con vos, asunto de importancia — 
sino que sería gran parte para abreviar las dificulta- 
des de la cuestión y hasta para removerlas por com- 
pleto. Los dos Gobiernos están, según creo, ente- 
ramente de acuerdo en que la determinación de los 
hechos es asunto adecuado para la consideración 
y final decisión de un tribunal propiamente cons- 
tituido. Quizás es más difícil llegar á un acuerdo 
ulterior en cuanto á la ley que en todos casos de- 
ba regir la decisión que se funde en esos hechos, 
ó en cuanto al método de determinar esa ley. Pero 
la posibilidad de que nos veamos obligados á dis- 
cutir esta cuestión en una fase ulterior no debe im- 
pedirnos poner en acción la parte del procedimiento 
en que estamos de acuerdo. De todos modos aho- 
rraremos tiempo entrando en ella desde luego, y 
bien puede ser que, cuando hayamos debida y final- 
mente verificado los hechos en que nos ocupamos, 
veamos que, en muchos respectos, excluyen la 
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posibilidad de desacuerdo sobre las cuestiones prin- 
cipales que se discuten» 

Tengo etc, 

SALiaBUHY, 



LORD SALISBUHY A SIE JULIÁN PAUNOBFOTE. 

N?65. 
Ministerio de lo Exterior. 



5 de marzo de 1896. 



Señor ; 



En la primavera del año último se cambiaron 
comunicaciones entre V. E. v el finado señor 
Gresham sobre el establecimiento de un sistema de 
arbitraje internacional para el arreglo de las dispu- 
tas entre los dos Gobiernos. Circunstancias á que 
es innecesario referirnos impidieron entonces la ul- 
terior consideración del asunto. Pero la controver- 
sia suscitada respecto de la frontera venezolana, ha 
vuelto á llamar la atención hacia é\. Sin tocar las 
cuestiones suscitadas por esa disputa, me parece que 
la ocasión es favorable para renovar la discusión 
general de un asunto en que ambas naciones sienten 
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vivo ínteres^ sin que hasta ahora hayan podido lle- 
gar á un terreno común de avenimiento. Ei obs- 
táculo que las ha separado ha sido la dificultad de 
decidir hasta dónde ha de llevarse la empresa de 
someter á arbitraje todos los asuntos en disputa. 
De ambas partes se admite que deben hacerse algu- 
nas excepciones. Ni uno ni otro gobierno están dis- 
puestos á aceptar el arbitraje respecto de disputas 
en que esté envuelto el honor 6 la integridad nacio-^ 
nal. Pero en la amplia región que se encuentra 
dentro de este límite desean los Estados Unidos ir 
más lejos que la Gran Bretaña. 

En pro de la mira que sostiene el Gobierno de 
Su Majestad hay que alegar la consideración de que 
un sistema de arbitraje es un arreglo completa- 
mente nuevo, y por tanto no es regular que se de- 
terminan según antecedentes las condiciones bajo/ 
las cuales haya de adoptarse. Los límites adopta- \ 
dos en último lugar deben determinarse por ensa- [ 
yo. Para bien de la idea y de los pacíficos resulta- ^^ 
dos que se esperan de ella, sería discreto empezar, 
con un comienzo modesto y no arriesgar el buen \^ 
éxito del principio, aventurándolo en un terreno \ 
dudoso. La indicación contenida en los artículos \ 
de tratado que he acompañado á V. E. dará opor- } » 
tunidad de observar más de cerca el funcionamien- V^ 
to del mecanismo, dejando completamente á dis- .' 
creción de las partes contratantes extender más le- ' 
jos su aplicación después de favorable ensayo, y \ 
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someter á bu acción coutroversias á que por ahora 
sólo puede aplicarse á modo de prueba, y en una 
exteusióa limitada. 

Las diferencias que surgen entre los Estados 
pertenecen á una de dos clases ; ó son disputas 
privadas, respecto de las coales representa el Es- 
tado á SUS propios subditos como individuos, 6 
son cuestiones que atañen al Estado mismo como 
un todo. Una reclamación de indemnización ó de 
daños y perjuicios pertenece generalmente á la 
primera clase, y una de territorio 6 derechos de so- 
beranía pertenece á la segunda. Para la primera 
clase de diferencias puede admitirse sin reserva la 
conveniencia del arbitraje internacional. Es exac- 
tamente análogo al arbitraje privado y ninguna ob- 
jeción milita contra el uno que no pudiera aplicarse 
igualmente al otro. Nada hay en diferencias de 
esta clase que haga difícil hallar arbitros capaces é 
imparciales. Pero la otra clase de disputas se ha- 
llan en diferente pie. Ellas atañen al Estado en 
su capacidad colectiva y todos los miembros de 
cada Estado y toHos los otros Estados que le 
desean bien están interesados ^n el resultado 
del litigio. Si el asunto en disputa es importante, 
de modo que la derrota sea un golpe serio para el 
crédito ó el poder del litigante vencido, ese in- 
terés se convierte en una adhesión más ó menos 
ardiente. Según sus simpatías, los hombres de- 
sean la victoria de uno ú otro lado. 
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Tales simpatías opuestas embarazan muy 
formidablemente' la elección de un arbitro impar- 
q^al. Demasiado odioso sería especificar las varias 
formas de parcialidad que en cualquier controversia 
importante entre dos grandes potencias afectan vi- 
siblemente á los otros miembros de la república de 
las naciones. En el estado actual del sentimien- 
to internacional, cada gran potencia podría indicar 
naciones cuya admisión en cualquier jurado que 
hubiera de juzgar sus intereses se viera obligada 
á recusar; y en un litigio entre dos grandes poten- 
cias, las recusaciones rivales agotarían muy bien el 
catálogo de las naciones de donde pudieran to- 
marse arbitros competentes y adecuados. Fácil, 
pero apenas decoroso, sería ilustrar este aserto con 
ejemplos. Ellos se^le ocurrirán al ánimo de cual- 
quiera que pruebe á formar una lista de naciones ca- 
paces de suministrar arbitros competentes y con- 
sidere cuántas de ellas inspirarían igual confianza 
á cualesquiera dos potencias litigantes. 

Esta es la dificultad que se opone á un arbi- 
traje ilimitado. *Sea cual fuere el plan adoptado 
para elegir el tribunal, su fin ha de ser que las 
controversias en que están más profundamente 
interesados los Estados litigantes serán decididas 
por el voto de un solo hombre, y ese hombre 
será un extranjero. El no tiene jurado que deci- 
da sobre los hechos; no tiene tribunal de apelaciones 
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que corrija su fallo, y es seguro que se le atribuirá, 
con justicia ó sin ella, una incHnacián hacia un 
litigante ú otro. Las naciones no pueden correr 
semejante riesgo al decidir controversias que pue- 
dan afectar su posición nacional ó pasar á un 
gobierno extranjero un námero de sus subditos* 

El plan que se indica en el anexo borrador 
de tratado suministraría un tribunal ante el cual 
podría apelarse del simple voto de un juez ex- 
tranjero. Ese tribunal no sería competente para 
alterar 6 revocar la decisión del arbitro; pero, 
si el fallo de éste no fuera confirmado por la ma- 
yoría estipulada, quedaría sin validez. El tribu- 
nal poseería la más alta garantía de imparcialidad 
que pudiera poseer un tribunal perteneciente á las 
dos naciones litigantes. Su facultad de suspender 
la ejecución de una sentencia defectuosa ó dudosa 
liaría posible someter á arbitraje grandes contro- 
versias sin el riesgo de una desastrosa denegación 
de justicia. 

Yo sé que á los más fervorosos abogado» 
del arbitraje les parecerá poco satisfactorio é imper- 
fecto este plan; pero creo que con él se presenta 
una oportunidad de realizar un progreso impor- 
tante, que un arreglo más ambicioso no podría 
asegurar, y si, puesto en práctica, nos mostrare 
la experiencia que son inftmdados nuestros temo- 
res respecto del peligro de depositar ilimitada con-- 
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fianza en esta clase de tribunal, fácil será acep- 
tar j establecer la idea del arbitraje en su fomia más 
desarrollada^ abandonando precauciones que se ha- 
brán hecho innecesarias. 

Os pido que leáis este despacho y el anexo 
borrador de tratado al Secretario de Estado y le 
dejéis copia, si lo deseare. 



(ANEXO) 



ARTÍCULOS DE UN TRATADO DE ABBITBAJB Í>ARA 
CIERTOS CASOS 



1. Su Majestad Británica y el Presidente de 
los Estados Unidos nombrarán, cada uno, dos 6 más 
funcionarios judiciales permanentes para los fines 
de este Tratado ; y, al surgir entre las dos po- 
tencias cualquier diferencia que, á juicio de alguna 
de ellas, no pueda arreglarse por negociación, cada 
una designará como arbitro á uno de dichos fun- 
cionarios; y los dos arbitros oirán y decidirán cual- 
quier asunto que se someta á su juicio con arreglo 
á este Tratado. 
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2. Antes de proceder á tal arbitraje, elegfirán 
los arbitros on tercero en discordia, por el cual será 
decidida cualquier cuestión , interlocutoria á definiti- 
va, en que ellos no estén de acuerdo. La decisiíSn de 
tal tercero en discordia respecto de cualquier cues- 
tión interlocutoria será obligatoria para los arbitros. 
La determinación de los arbitros, ó, si ellos disintie- 
ren, la decisión del tercero en discordia será el fallo 
sobre los asuntos sometidos á su juicio. 

3. Las quejas presentadas por los nacionales 
de una potencia contra los funcionarios de la otra ; 
todas las reclamaciones ó grupos de reclamacio- 
nes pecuniarias, que no pasen de £ 100.000, ele- 
viadas contra una u otra potencia por los naciona- 
les de la otra, ora basadas en la alegación de un de- 
reeho conferido por tratado ó convenio, ora de 
otra clase ; todas las reclamaciones de daños y per- 
juicios ó de indemnización que no lleguen á dicha 
suma ; todas las cuestiones que afecten los pri- 
vilegios diplomáticos ó consulares ; todos los ale- 
gados derechos de pesca, acceso, navegación ó 
privilegio comercial, y todas las cuestiones some- 
tidas por convenio especial entre las dos partes, se 
someterán á arbitraje, con arreglo á este Tratado, 
y el fallo pronunciado será definitivo. ^ 

4. Cualquier diferencia relativa á una cuestión 
de hecho ó de derecho internacional, que envuel- 
va el territorio, los derechos territoriales, la sobe- 
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ranía <5 jurisdicciíín de una il otra Potencia, 6 cual- 
quier reclamación <* grupo de reclamaciones pe- 
cuniarias de cualquier clase que ejn vuelvan una 
suma mayor de £ 100.000, se someterán á arbitra- 
je, con arreglo á este Tratado. Pero, si en cual- 
quiera de estos casos, protesta una ú otra Potencia, 
dentro de tres meses después de declarado el fallo, 
que éste es erróneo respecto de alguna cuestión 
de hecho ó de derecho internacional, se revisa- 
rá el fallo por un tribunal compuesto de tres 
jueces de la Suprema Corte de la Gran Bretaña 
y de tres de los de la Suprema Corte de los Es- 
tados Unidos; y, si dicho Tribunal determinare, 
después de oír la causa, por una mayoría de cin- 
co contra uno, cuando menos, que dicha cuestión 
se ha decidido conforme á justicia, será dicho fallo 
válido y definitivo; pero, en defecto de tal determi- 
nación, no será válido. Si dentro del plazo seña- 
lado no se elevare ninguna protesta por una lí 
otra Potencia contra el fallo, éste será definitivo. 

5. Ninguna diferencia que á juicio de una 
ú otra Potencia, afecte de modo importante su 
honra ó la integridad de su territorio se some- 
terá á arbitraje con arreglo á este Tratado, sino 
por convenio especial. 

6. Cualquiera diferencia, previo convenio en- 
tre las dos Potencias, podrá someterse á decisión 
arbitral, según aquí se dispone, con la estipulación 
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de que la decisión no será válida, á menos que la 
acepten ambas Potencias. 

La época y el lugar de su reum<5n, todos los 
arreglos para la audiencia y todas las cuestiones de 
procedimiento, los decidirán los arbitros 6 el ter- 
cero en discordia si fuere necesario. ' 



EL SBNOB OLNBY A SIR JÜLÍAN PAÜNOBFOTE 

TS[? 365. — Departamento de Estado. 

Washington: 11 de abril de 1896. 
Excelentísimo Señor : 

Tengo el honor de avisar el recibo de manos 
vuestras de la copia del oficio de Lord Salisbury 
fechado á 5 de marzo de 1896. Después de referir- 
se á las negociaciones del año último entre él y el 
finado Secretario Gresham encaminadas al estable- 
cimiento de un sistema general de arbitraje para las 
disputas entre los dos gebiernos, y después de ex- 
cluir claramente de la consideración la disputa de 
la frontera venezolana, expresa Su Excelencia la 
opinión de que la época es favorable para renovar 
la discusión sobre el particular. Pasa luego á 
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contribuir con interesantísimo contingente para tal 
discusión, el cual concluye presentando el borrador 
do un proyecto de Tratado, de que se anexa copia 
á esta comunicación, para comodidad de referen- 
cia. (*) 

Conviene declarar desde luego que estas pro- 
posiciones del Primer Ministro de Su Majestad son 
acogidas por el Presidente con el más alto aprecio 
de su valor y del ilustrado y progresista espíritu 
que las anima. Hasta donde manifiestan el deseo 
de que los dos grandes pueblos del mundo que 
bablan inglés permanezcan en perpetua paz, él 
corresponde plenamente á ese deseo en nombre 
del gobierno y pueblo de los Estados Unidos; á 41 
personalmente nada pudiera darle mayor sastisfac- 
dÓTí que servir de instrumento para realizar un fin 
ian benéfico. ¡, 

Si el borrador de Lord Salisbury hubiera ter- 
minado en el artículo 3, no habría podido hacerse 
crítica alguna ni del mecanismo arbitral que se 
proporciona ni de los asuntos arbitrales enumera- 
dos, á no ser que los últimos parecen tan canta- 
mente restringidos, que apenas abarcan otras con- 
troversias que las que entre Estados civilizados, 
casi nunca podrían poner en peligro sus relaciones 
pacíficas. Pero el artículo 3, como el 4, quedan 
evidentemente restringidos por las disposiciones 



(*) Véase este borrador en la página 14. 
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^el 5, puesto que la honra nacional puede á veces 
"hallarse envuelta en una reclaniaciíín de indemni- 
:zac¡dn para un particular. Además, el mecanismo 
ax*bitral que proporciona el artículo cuarto está 
-expuesto á serias objeciones, pues no asegura un 
término de la controversia, á menos que conven- 
gan en un fallo cinco por lo menos de los seis árbi- 
itros de apelación. Al llamar la atención ha- 
<;ia estos rasgos del proyecto, que restringen gran- 
demente su valor, cumplo el encargo del Presidente 
de proponer como sustituto de los artículos 4 y 5 
el siguiente : 

IV. El arbitraje conforme á este Tratado será 
también obligatorio respecto de todas las cuestio* 
nes ahora pendientes, ó en lo adelante suscitadas, 
que envuelvan derechos territoriales, fronteras, 
soberanía ó jurisdicción, ó cualquiera refclamación ó 
grupo de reclamaciones pecunaria» montantes en 
conjunto á una suma mayor de £ 100.000 y respecto 
de todas las controversias no descritas especial- 
mente en este Tratado. Bien entendido^ sin em- 
bargo j que ya el Congreso de los Estados Unidos, 
por una parte, ya el Parlamento de la Gran Breta^ 
ña, por la otra, en cualquier tiempo antes de 
reunirse el Tribunal arbitral para la consideración 
de cualquier asunto particular, podrán, mediante acto 
ó resolución en que se declare que tal asunto par- 
iicular envuelve la honra ó la integridad nacional, 
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retirarlo del alcance de este Tratado; y bien enten- 
dido:, además, que, si surgiere una controversia 
cuando no esté reunido él Congreso de los Estados 
Unidos 6 el Parlaraeñto de la Gían Bretaña, y el 
Gobierno de Su Majestad Britinica 6 el de loa 
Estados Unidos, por medio del Presidente, la juzga^ 
ren de tal naturaleza que pueda envolverse la honra 
6 la integridad nacional, no se sotneterá á arbitraje 
tal diferencia ó controversia conforme á este 
Tíatado hasta que el Congreso j el Tarkmenta 
hftyán tenido oportunidad de resolver respecta 
de ella. ' 

En el caso de controversias previstas por 
este artfculo, será definitivo el fallo, si en é\ con- 
vinieren todos los arbitros. Si sdlo asiente á. él 
una mayaría, será definitivo, á menos que una de 
las partes proteste por escrito á la otra, dentro 
de tres meses cohtadoá desde su promulgación, 
que e) fallo es erróneo respecto de alguna cuestión 
de hecho ó de derecho. En todo caso de esta 
especie será revisado el fallo por un Tribunal com- 
puesto de tres jueces de la Suprema Corte de la 
Gran Bretaña y tres de la Suprema Corte de los^ 
Estados Unidos, quienes, antes de entrar en sus 
funciones, se pondrán de acuerdo respecto de tres 
juristas instruidos é imparciales, que deberán agre- 
garse á dicho, tribunal en caso de empate con rela- 
ción al fallo que haya de pronunciarse. A dicho 
tribunal se presentará un expediente completo de- 
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todos los procedimientos del primitivo tribunal 
arbitral, expediente que, como parte de ellos^ inclui- 
rá las pruebas aducidas ante tal tribuuaL Luego 
procederá dicho tribunal á consklerar el fallo su- 
sodicho, refiritíndose al mencionado expediente, y 
podrá 6 confirmar el mismo <5 pronunciar otro que 
justifiquen 6 requieran los principios de derecho 
aplicables á los hechos que consten de dicho expe- 
diente ; y el fallo así confirmado ó proViunciado 
por dicho tribunal, ya por unanimidad, ya por ma- 
yoría de votos, será definitivo. Si, con todo, el tri- 
bunal se hallare igualmente dividido respecto del 
asunto del fallo que deba pronunciarse, se agrega- 
rán á dicho tribunal los tres juristas convenidos 
según arriba se dispone ; y el fallo del tribunal así 
constituido será definitivo, ya se pronuncie por 
unanimidad, ya por mayoría de votos. 

Las consideraciones que, en la opinión del Pre- 
sidente, hacen muy deseables y quizá indispensa- 
bles las anteriores modificaciones del proyecto de 
Lord Salisbury, pueden exponerse brevemente. 

1. El proyecto, así modificado, hace arbitra- 
bles PKiMA FACIE todas las disputas. 

Cada una, á medida que surja, se someterá al 
tribunal arbitral, á menoá que una disposición 
afirmativa del Congreso ó del Parlamento la reti- 
re de su jurisdicción. 

2. El proyecto, como queda modificado, pone 
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donde corresponde el derecho j la facultad de de- 
cidir si una reclamación internacional es de tal na- 
turaleza é importancia, que no sea arbitrable y re- 
quiera vindicacicSn, en caso de necesidad, por la 
fuerza de las armas. 

Cuando surge una seria controversia in- 
ternacional, la administración que está en ejercicio 
tiene que verse expuesta con frecuencia, conforme á 
la natufaleza de las cosas, á ini^^iencias no del toda 
favorables á una consideración iraparcial de la 
naturaleza de esa controversia. 

Siempre puede hallarse más ó menos domina- 
da por predilecciones y prejuicios personales inhe- 
rentes á la controversia, ó nacidos en el curso 
de ella, al propio tiempo que las consideraciones en- 
lazadas con los triunfos ó reveses de partido son 
factores que probablemente no se eliminan por com- 
pleto al determinar un modo particular de proceder.. 

Es susceptible de decidir precipitadamente, de 
mirar el honor del país como cosa no distinta del 
bión de su partido y de obrar sin la ventaja de 
una plena discusión del asunto, bajo todos sus- 
aspectos, por los adversarios como por los amigos de 
su partido. 

Por otra parte, si la elección entre la guerra 
y el arbitraje se deja al Supremo Tribunal Legislati- 
vo del país, al Congreso, de una parte, ó al Parla- 
mento, da la otra, habrá amplio tiempo para deli- 
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berar y para investigar j discutir plenamente 
el asunto, bajo todos sus aspectos, al propio tiempo 
que en presencia de tal eleccicíii y de todas sus 
responsabilidades es muy probable que se subordi- 
nan los simples intereses de partido á los del país 
en general. 

Hay, sin embargo, que exponer en este respec- 
to una consideración más concluyente, y es la de 
que, si para arreglar una controversia internacio- 
nal ha%de apelarse á la guerra y no al arbitraje, á 
los representantes directos del pueblo, á cuya costa 
y daño ha de efectuarse la guerra, debe propiamen- 
te imputárseles la responsabilidad de hacerla. 

3. El proyecto, como está modificado, cambia 
en puntos importantes el mecanismo arbitral ofre- 
cido por el artículo 4 del borrador ^ de Lord Salis- 
bury. 

En primer lugar, el fallo del primitivo tribunal 
arbitral, si están unánimes los arbitros, debe sep^ 
definitivo, y el tribunal de apelación ha de pronun- 
ciar el suyo en vista del expediente y de los pro- 
cedimientos de tal tribunal primitivo (inclusive 
cualquier prueba aducida.) Apenas es compatible 
con ninguna teoría razonable de arbitraje que lui 
país vencido en un litigio pueda apelar de un íallo 
á que haya asentido su arbitro. Es obvio además 
que á las partes se les puede pedir con propiedad 
que produzcan todos sus hechos y pruebas al tri- 
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bunal primitivo. De otra manera, y ^i en todo 
evento puede apelarse del fallo ^ bien pudiera tam- 
bién prescindirse del tribunal primitivo , puesto que 
cada parte estará segara de no hacer su verdade- 
ra defensa sino ante el tribunal de apelación. 

En segundo lugar, conforme al proyecto re- 
formado, un fallo es el resultado de cada arbitraje, 
de modo que la controversia queda definitivamente 
concluida. Según el borrador propuesto, por otra 
parte, solo hablíá un fi^Uo en los raros ca^sos^en que 
lo acepten los seis arbitros de apelación, ora uná- 
nimemente, ora por una mayoría de cinco contra 
uno. Tal arreglo es tenido por peligroso y más 
bien perjudicial que saludable en su aplicación. En 
todos los casos en que los arbitros se hallaran di- 
vididos por igual, ó en' la proporción de cuatro á 
dos, se sublevaría el sentimiento público en cada 
país contra las discusiones y procedimientos dila- 
tados, y, en vez de promoverse, se menguarían las 
probabilidades de un desenlace pacífico. Tal sería 
el resultado casi cierto en los casos en que los arbi- 
tros se- hallaran en la proporción de cuatro á dos y 
en que un juez del más altó tribunal de su país se 
hubiera visto obligado á dar su voto en favor del 
otro. 

Digna de notarse es la posibilidad de que la 
parte vencida y contrariada por el fallo del tribunal 
primitivo, en un caso en que fuese grande el asunto 



ventilado é iuteuso el sentimiento público , se halla- 
ra bajo la irresistible tentación de hacer puramente 
ilusorios todos los procedimientos subsiguientes^ 
asegurándose de los sentimientos de dos por lo me- 
nos de los arbitros de la apelaci(5n, antes que ¿stos 
fuesen elegidos. 

Alégase que la precancion llega á ser excesiva^ 
cuando todos los procedimientos del arbitraje resul- 
tm infructuosos, á menos que el tribunal de seis 
jueces llegue anua decisión por una mayoría de 
cinco cuando menos contra uno. Si se hallan en la 
proporcióü de cuatro á dos — lo cual significa 
que por lo menos un juez del más alto tribunal de 
su país cree infundada la pretensión de éste — ape- 
nas es razonable insistir en que no se acepte y haga 
efectivo el resultado. 

Créese también que no puede haber arbitraje, 
en el verdadero sentido de la palabra, sin un fallo 
definitivo, y que tal vez es mejor someter las con- 
troversiíis á los modos ordinarios de arreglo que 
entrar en procedimientos que no son arbitrales sino 
en el nombre y cuyo único resultado probable es la 
excitación y exasperación del sentimiento público 
en ambos países. 

Lord Salisbury objeta que insistir en que sea 
definitivo un fallo pronunciado en las controversias 
descritas en el artículo 4?, es facultar á un solo ju- 
rista extranjero para que decida asuntos de gran 
consecuencia internacional. 
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Pero, conforme al artículo 4? modificado,, no es 
preciso que sean extranjeros los miembros que haií 
de agregarse al tribunal de apelación, y si lo^ 
fueren y determinaren el resultado, habrán de ha- 
cerlo mediante los votos de ellos por lo me- 
nos. 

Pued,e también indicarse que, si se tenie que- 
haya parcialidad de parte de los juristas extranje-- 
ros, no teniendo alianzas los Estados Unidos eo» 
ninguno de los países de Europa, no son ellos cier- 
tamente la parte que espere ventaja de esa fuente^ 
La Gran Bretaña podría cuando menos no igno- ^ 
rar en donde pudiera buscarse amistad ó ene- 
mistad. 

Créese que los riesgos que se ven en las fa— 
' cultades conferidas á un jurista extranjero covao^ 
arbitro ó como tercero en discordia, con arreglo al 
artículo 4? modificado, pueden fácilmente conside- 
rarse exagerados, si no puramente imaginarios.. 
Antes que pudiese proceder el jurista extran- , 
jero, se habrían perfectamente examinado y deci- 
dido las cuestiones en disputa, una vez por lo rae- 
nos, y quizás dos ; de modo que los riesgos de que 
se trata pueden mirarse con razón como reducidos^ 
á su último grado. 

Por último, insistir en un proyecto de arbi- 
traje, ideado de tal modo que nunca puedan ocu- 
rrir denegaciones de justicia, es insistir en lo impo- 
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sible y equivale á abandonar por completo el es- 
fuerzo hecho en favor de xin sistema general de 
arbitraje internacionab Acercarnos á la verdad — ► 
resultados que relativamente j al cabo concuerden 
cop el derecho y la justicia — tal es cuanto nos 
permite esperar de cualquier plan la "suerte hu- 
ra ana'^ No resguardar un plan de arbitraje con 
todas las salvaguardias razonablemente posibles 
contra faltas de justicia, sería indudablemente el 
colmo de la imprudencia; pero más allá no pueden 
nada el saber y la inteligencia humanas, y para 
lograr resultados efectivos es fuerza someterse á 
la reposada averiguación y deliberada decisión de 
un tribunal cuyos procedimientos llamarán la es- 
crupulosa atención y cuidadoso examen del nciundo 
civilizado. Puede concederse que un proyecto de 
arbitraje general no perfeccionado por repetidos 
ensayos del arbitraje lleva consigo los riesgos de 
fallos erróneos. Pero en esto, como en los 
asuntos humanos en general, no hay más que una 
elección entre los males, y la no existencia de un 
plan de arbitraje acarrea los riesgos aún mayores 
de que se arreglen con la espada controversias que 
debieran someterse al arbitraje. Parece por tanto 
que hay sabiduría en establecer el principio' del 
arbitraje, aun á riesgo de descubrir defectos en el 
proyecto originalmente adoptado. La aprobación 
del principio tendería por sí sola á disminuir las 
probabilidades de apelar á la guerra, mientras que 
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las imperfecciones del proyecto, á medida' que las 
hiciera ver su práctica real, serían remediables en 
cualquier tiempo con el consentimiento de las par- 
tes. Que serían así remediadas, es en verdad difícil 
no creerlo, puesto que, una vez establecido princi- 
pio de tan gran valor, es de todo punto inverosímil 
que ambas partes no desearan perpetuar su acción 
y que no estuvieran dispuestas á consentir en razo- 
nables cambios del mecanismo necesario. Tendería 
á asegurar tal consentimiento que el Tratado se hi- 
ciese terminable después de corto período de años, 
previo aviso de una ú otra parte. ' 

Falta que observar solamente que, si el artícu- 
lo 4^ modificado resulta aceptable, no se ve razón 
alguua para no comprender en el Tratado la dispu- 
ta pendiente sobre la frontera venezolana, declaran- 
do expresamente su inclusión. Si, con todo, no ha 
de esperarse ahora ningún tratado sobre arbitraje 
general, no puede ser inconveniente añadir que la 
disputa de la frontera venezolana parece ofrecer 
buena oportunidad para uno de esos ensayos del 
arbitraje, que, como lo manifiesta Lord Salisbury 
con razón, sería de decidida ventaja, porque ten- 
dería á indicar las bases sobre que puede trazarse 
juiciosamente un proyecto de arbitraje general. 

Al pediros que, cuanto antes fuere dable, pre- 
sentéis á la atención de Lord Salisbury esta comu- 
nicación, de que os incluyo copia con ese fin, me 
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^ valgo de esta oportunidad para renovar á V, E, las 

f veras de mi más alta consideración, 

Richard Oli^ey. 



EL SEÑOR OLNEY AL SBÑOE BAYARD 

N? 1118. — Departamento de Estado. 

Washington: 8 de mayo de 1896. 
Señor : 

He recibido de la comisión nombrada ''para 
investigar é informar sobre la verdadera linea di- 
visoria entre la Eepáblica de Venezuela y la Gua- 
yarla Británica", una comunicación de que acom- 
paño copia. 

Aprecio plenamente el derecho del Gobier- 
no Británico para no considerar la solicitud en 
que pide la comisión citas de documentos que 
la pongan en aptitud de verificar los asertos del 
Libro Azul británico. Enteramente imposible, 
será, en mi sentir, que este Gobierno critique 
el que no se acceda á esta solicitud. Sin em- 
bargo, teniendo presente la manera cómo es 
mirado ahora por el Gobierno británico el ac- 
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tual esfuerzo de los Estados Unidos por arreglar 
esta antigua cuestión de fronteras — que ha sido 
calificado en el más alto círculo oficial como un 
esfuerzo por averiguar la verdad en cooperación 
con el Gobierno de su -Majestad — no me creo 
en libertad de no llamar la inmediata atención, 
de ese Gobierno hacia la solicitud de la comisión. 
El objeto que se propuso ósta al dirigir tal soli- 
citud se ve patente de manera inequívoca en su 
propia comunicación, Al mismo tiempo que ha 
empezado original é independiente investigación 
de la fuente de informes, desea citas de las 
autoridades mencionadas, que al punto faciliten 
su labor y así mismo establezcan con certera que 
no se ha omitido por inadvertencia nada confirmato- 
rio de la pretensión británica. 

Dignaos comunicar á Lord ' Salisbury este 
oficio, con su anexo, leyéndoselos en la primera 
oportunidad y dejándole copia, si la deseare, para 
lo cual acompaño una. 

Soy, etc. 

EiCHAED Olney. 
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{ANEXO aL NÍMERO 1118) 

.EL SEÑOR JUEZ BKEWEB AL SEÑOE OLNEY 

Waghington: D. de C. 6 de mayo de 1896. 
Señor: 

Séame permitido llamaros la atención hacia la 
siguiente situación: 

Cuestión vital es para la comisión la de si al- 
guna vez hubo ' en realidad establecimiento holan- 
dés al Oeste del Pomarón, y especialmente en Pun- 
ta Barima ó cerca de ella. 

En el Libro Azul británico se adelanta abier- 
tamente la pretensión de que *^para 1648 se exten- 
dían los establecimientos holandeses de Guayana á 
lo largo de la costa, en todo el trayecto que corre 
desde el río Maroni hasta el Barima". El corolario 
de esto sería naturalmente que el tratado de Muns- 
ter confirmó el título de los holandeses á todo este 
territorio, corolario que se trata de reforzar con la 
pretensión de ocupación subsiguiente, si no con- 
tinua. 

En apoyo de esta pretensión se expone en el 
Liibro Azul que "en 1684 recomendó el Coman- 
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daiite holandés del EsequibOj que ne estableciese en 
Barima un fortín en higar del pequeño puesto de 
policía ya existente". Expónese también que en el 
mismo año (1757) se quej(S el Comandante españ9l 
del Orinoco ante las autoridades holandesas de des- 
órdenes ocurridos en Barima, lo cual muestra que 
entonces ejercían jurisdicción allí los holandeses". 
Y se expone así mismo qtie: *'en el pí opio año 
(1764) declaró la Compaüía holandesa déla India 
Occidental, en memoriald irigido á los Estados Ge-^ 
nerales, que la Colonia del Esequibo comprendía el 
distrito de la costa noreste de la América del Sur 
que se eliquentra entre la colonia española del Ori- 
noco y la holandesa de Berbice, y estaba inter- 
ceptada no sólo por el río principal Esequibo, sino 
también por varios pequeños, como el Barima, el 
Guaima, el Moroco, el Pomarón y el Demerara, por 
lo que se le daba también el nombre de ^^Colonia 
del Esequibo y ríos dependientes". 

En apoyo de estos asertos se mencionan éim- 
plemente de una manera general los archivos de 
La Haya, sin producir documentos ni extractos de 
documentos. 

Estos asertos generales, en que al parecer fun- 
da el Gobierno Británico su derecho á Punta Bari- 
ma, no aparecen apoyados, hasta donde hemos lle- 
vado nuestro examen,' en las obras de los historia- 
dores modelos de la Colonia, ora holandesa, ora 




inglesa. Con efecto, el más eminente de estos kisto- 
riadoreBj^ el general P. M. Netscher, al resumir toda 
la controversia^ en un artículo publicado durante el 
presente año en el '*Tijdspiejge^^ parece no haber 
hallado en los archivog holandeses nada que apoye 
la alegación británica. 

Ocuparan realmente 6 no los holandeses á 
Punta Barima fu 1648, de una cita hecha por el 
General Net«cher, tomada de los archivos d^ la 
Cámara de Zelandia, aparece que para 1680, á más 
tatdai-, había cesado tal oeupaci<5n, si -alguna vez la 
hubo, j había sido definitivamente abandonada la 
Punta. . 

El más moderno de los historiadores ingleses 
de la Colonia, el señor Rodway, llega* al parecer 
hasta poner en l^oca de la compañía holandesa de 
la India Occidental, no sólo una negativa á estable- 
cer una posta en Punta Barima, sino la significativa 
respuesta de que *^el Orinoco estaba demasiado le- 
jos para ser seguro y de que, si los holandeses iban 
allá, podrían^ los españoles querer ir al Esequibo". 
(Historia de la Guayana Británica por Rodway, 
tomo I, pág. 36), En vista de las anteriores apa- 
rentes contradicciones entre los asertos del Gobierno 
Británico y los de los historiadores modelos, nos 
parece de la mayor importancia Verificar los térmi- 
nos y el sentido precisos de los pasajes en que se 
fundan los autores del Libro Azul, y por nuestra 
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parte hacer practicar un examen perfecto de los 
archivos holandeses. Con este propc^sito hemos 
determinado enviar al Profesor George L. Burr á 
Holanda para que lleve á efecto tal examen. Ayu- 
daríalo de manera importante que el Gobierno Bri- 
tánico le suministrase una mención de los documen- 
tos en que se fundan los. asertos del Libro Azul, 
j se nos ha ocurrido que no ,sena impropio que 
comunicaseis por conducto de nuestro Embajador 
en Londres la siiplica de que se diese tal informe. 
Las comunicaciones para el Profesor Burr se reco- 
mendarán al Ministro de los Estados Unidos en 
La Haya. 

Quedo, etc. 

David J, Bbewee, 
Presidente. 



EL SEÑOR tAYARD A LORD SALISBÜRY. < 

Embajada de los Estados Unidos. 

Londres: 16 de mayo de 1896. 

Milord: 
El miércoles próximo me propongo, con el 
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permiso de V. E;, haceros mis cumplidos en el 
Ministerio de lo Exterior, y entonces llevará con- 
migOj para conocimiento de V, E,, xma instrucción 
<jue he recibido hoy del Secretario de Estado de 
los Estados Unidos, acompañada de copia de una 
comuuicacidn á él dirigida por la Comisidn nom- 
^brada para investigar é informar acerca de la ver- 
dadera línea divisoria entre la Guayana Británica 
y la República de Venezuela, cuyo objeto, segán 
mi ella se explica^ es obtener menciones de cier- 
tos documentos fehacientes relativos á los asertos 
contenidos en el Libro Azul presentado al Parla- 
mento en marzo último (Venezuela N° I, 1896), 
y que faciliten el cumplimiento de los deberes 
confiados á la Comisií5nj con respecto á los cuales 
tuve el honor de dirigirme á V. E. en 3 de febrero 
último y de recibir cortés y favorable respuesta, 
que, según lo expresé oportunamente, causé gran 
satisfaccién á mi Gobierno. 

Tengo etc. 

T. F Bayaed. 
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LORD SALISBURY A SIR JUrjAíf PAUNCEFOTB. 



N? 128. 

Ministerio de lo ExterioT: 18 de mayo de 
1896. 

Cúmpleme avilaros recibo del oficio de 
V. E. fechado el 13 del mes último, acompañado de 
una comunica<5Í(5n del señor Olney en respuesta á 
las proposiciones hechas por el Gobierno de Su 
Majestad para un tratado general de arbitraje. 

Los consultores de Su Majestad han recibido 
con gran satisfacción el oficio del señor Olney, 
por cuanto él testifica claramente el vivo deseo 
que anima al Gobierno de los Estados Unidos 
de tomar medidas efectivas para remover todas 
las diferencias de opinión que puedan surgir entre 
las dos naciones ; j lamentan que eñ algunos 
puntos esenciales no parezcan las opiniones de 
los dos Gobiernos estar todavía suficientemente de 
acuerdo, para permitirles llegar á xm convenio 
definitivo sobre todo este importante asunto. Paró- 
celes con todo que hay algunas consideraciones 
referentes á este asijnto, hacia las cuales debe 
llamarse más particularmente la atención del Go- 
bierno de los Estados Unidos, antes que haya de 
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pouerse á un lado la teatativa de llegar á uu 
acuerdo general. 

En primer lugar, s(íame per ñutido decir que 
el señor Oliiey entiende un tanto erróneanieiite 
mi pensamiento cuando manifiesta que al susci- 
tar esta cuestión, ** excluí claramente la conside- 
ración de la disputa de la frontera venezolanas- 
Mi deseo fué exponer nue.stras miras sobre la 
cuestión del arbitraje general^ sin tocar ciertos 
puntos respecto de los cuales no ticupan el mismo 
, terreno las dos cuestiones ; pero yo bien sabía que 
cualquier arreglo á que pudiésemos llegar debía, 
en sus principios generales, ser aplicable á las 
disputas que surgiesen no sdlo entre la Gran 
Bretaña y los Estados Unidos, sino entre uno ú 
otro de ellos y cualquier otro Gobierno, y que 
por consiguiente, adaptándole ciertos pormenores, 
se aplicaría á una disputa entre la Gran Bretaña 
j Venezuela. En este respecto, me complazco 
en observar que estoy de acuerdo con el señor 
Olney, porque sostengo que, al discutir las salvaguar- 
dias que deben sancionar un sistema general de 
arbitraje, importa tener presente que cualquier 
sistema adoptado entre nuestras dos naciones debe 
ser tal, que pueda en principio aplicarse, si fuere 
necesario, á sus relaciones con otros países civili- 
zados. 

El señor Olney está satisfecho de las estipu- 
laciones del artículo III de mis proposiciones y del 
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plan de arbitraje que contiene. * Lo único cri-^ 
ticable que encuentra en ellas es que son dema- 
siado liníitadas en su aplicación, y cree que^^apenas 
abarcan más controversias que las que entre Estados 
civilizádosjamás podrían poner en peligro sus relacio- 
nes pacíficas. Probable es que el lenguaje de ese ar- 
tículo pueda modificarse con ventaja, pues cierta- 
mente no hubo el intento de que sólo se aplicase á 
controversias de naturaleza prácticamente insigni- 
ficante. Las discusiones nacidas de disputadas 
pretensiones de territojios de que trata el articula 
IV, son ó pueden ser mucho más graves, igualmen- 
te que mucho más difíciles de decidir. Pero á mi 
juicio no sería difícil mostrar,mediante una considera- 
ción de la historia del presente siglo, que algunas 
controversias que han venido á parar en una gue- 
rra no han surgido exclusiva ni siquiera principal- 
mente de cuestiones de propiedad territorial. 



♦ El artículo III es como sigue: ^' III. Las quejas 
^ presentadas por los iiacioDales de una poteucia contra 
^ los funcionarios de la otra ; todas las reclamaciones ó 
^ grupos de reclamaciones pecuniarias que no pasen de 
^ £ 100.000, elevadas contra una ú otra potencia por los naciona- 
les de la otra, ora basadas en la alegación de un derecho con- 
^ ferido por tratado ó convenio, ora de otra clase ; todas las re- 
^ clamaciones de daños y perjuicios ó de indemnización que no 
^ lleguen á dicha suma ; todas las cuestiones que afecten los 
^ privilegios diplomáticos ó consulares; todos los alegados dere- 
^ chos de i)esca, acceso, navegación ó privilegios comerciales, y 
' todas las cuestiones sometidas por convenio especial entre las 
' dos partes, se someterán á arbitraje con arreglo á este trata- 
^ do, y el fallo pronunciado será definitivo." 
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El examen de los ejemplos individiialeB impli- 
caría lina investigaciíín algo prolija, que es innece- 
saria por ahora. Más importante es en la ocasi(5o 
presente detenemos en el hecho alentador de que 
el Gobierno de Su Majestad y el de los Estados 
Unidos están perfectamente de acuerdo en aprobar 
los términos del artículo número 3 y la política que 
e&tá destinado á sancionar. En tales circuns- 
tancias me parece motivo de pesar que los 
dos Gobiernos dejen perder ahora la oportu- 
nidad de sentar su mira común, hasta donde se 
halla determinada^ en una convención separada.. 
Con esto no se menguaría en lo más mínimo la pro- 
babilidad de llegar á un acuerdo sobre la parte más 
difícil del asunto, que concierne á las pretensiones^ 
territoriales El primer paso no impediría que se 
diesen los ulteriores ; antes bien conduciría á ellos. 

Con respecto al modo de tratar las preten- 
siones territoriales hay todavía divergencia entre 
los dos Gobiernos. El de los Estados Unidos 
desea que toda pretensión territorial adelantada 
por un vecino contra otro pase, como de dere- 
cho, á uno ó más tribunales de arbitraje, salve en 
ciertos casos especiales de naturaleza excepcional, 
en que la legislatura de uno ú otro país solemne- 
mente declare envuelta *' la honra ó la integridad 
nacional", y que una vez sometida á arbitraje con- 
forme al tratado cualquiera disputa, habrá de deci- 
dirse definitiva ó irrevocablemente, sin que á una 
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ni á otra parte le estén reservadas ulteriores facul- 
tíidea de intervenir. El Gobierno de Su Majestad 
no está dispuesto á esta completa renuncia de su 
libertad de acción , hasta que se haya adquirido 
experiencia más perfecta. En su opinión, el arbi- 
ti^aje obligatorio para pretensiones territoriales 
es, por más de un respecto ^ un plan no ensayado 
cuyo funcionamiento es por consiguiente asunto de 
conjeturas. En primer lugar^ es completameate 
desconocido el número de las pretensiones que se 
adelantarían conforme á tal regla. El arbitraje 
nunca ha sido obligatorio todavía respectq de eáte 
asunto. Las pretensiones de un vecino á una por- 
ción de las tierras del ojfcro han sido hasta ahora 
limitadas por la dificultad de hacerlas efectivas. 
Hasta ahora, si se ha insistido en ellas hasta el fin, 
han dado lugar á guerra. Conforme al sistema pro- 
puesto, se renunciará en estos casos á la propia de- 
fensa por medio de las armas, á menos que pueda de- 
cirse que en la reclamación van envueltas '4a honra 
y la integridad nacionales,"y por consiguiente se re- 
tirará la protección que al presente existe contra las 
pretensiones especulativas. Tales pretensiones 
pueden naturalmente ser rechazadas por el arbitro; 
si lo son, ningún daño grave se le hace á la parte 
reclamante. En el campo del derecho privado, 
impide los litigios excesivos la condenación en 
costas contra la « parte perdid^osa; mas para un 
Tesoro Nacional, es demasiado pequeño el costo de 
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uu arbitraje, para que sirva de iiii pedimento eficaz. 
Siempre que, por cualquier causa, es el resultado '^' 

buen asunto de especulación, puede valer la pena f 

para uu Gobierno emprendedor probar la suerte 
con el ensayo. No es improbable, por consiguien- 
te, que el primer resultado del arbitraje obligatorio 
respecto de las pretensiones territoriales sea la 
«norme multiplicación de su número. Difícil es ' 

que tal litigio deje de parar, de vez en cuando, en 
una denegación de justicia; pero de ól resultará un 
mal mucho más serio y cierto. Prolóngase gene- 
ralmente, y mientras dura, se hallan oscurecidas . 
las futuras perspectivas de todos los habitantes del 
territorio disputado por la más grave inéertidumbre 
sobre una de las condiciones más importantes que 
pueden afectar la vida de un hombre, estp es : la 
naturaleza del Gobierno bajo el cual ha de vivir- 
Sean cuales fueren los beneficios que ofrezca el ar- 
bitraje evitando que surja una guerra de las dispu- 
tas territoriales, bien pueden resultar nugatorios, si 
el sistema tiende á engendrar una multiplicidad de 
litigios internacionales, menguando la prosperidad 
del país colindante á él expuesto y dejando á sus 
habitantes bajo la peretme amenaza de ver cambia- 
da por fuerza su nacionalidad ó de quedar desterra- 
dos. 

La aplicación del arbitraje respecto de dere- 
chos territoriales es también un proyecto na 
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ensayado en cuanto á las disposiciones del dereclio 
internacional por las cuales han de ser deter-^ 
minados. Este se encuentra en un estado muy 
rudimentario, y su naturaleza informe é incierta, 
agravará el otro peligro de que he tratado largamente 
en oficio anterior — el proveniente de las dudas 
relativas á la imparcialidad y competencia de los 
arbitros. 

Entre los derechos individuales y los naciona- 
les á una tiena hay diferencias esenciales que 
hacen casi imposible aplicar á una disputa territo- 
rial las leyes bien conocidas de los bienes raíces. 

Sea cttab fuere el origen primario de sps dere- 
chos, el propietario nacional, como el individual, 
se apoya ordinariamente en la autoridad efectiva 
ejercida por él, 6 por su predecesor en título, durante 
suficiente período de tiempo. Pero en el caso 
de una nación ¿ qué período de tiempo es suficiente 
y en qué consiste la autoridad efectiva '? En el 
caso de un individuo privado, está definido por 
ley positiva el intervalo adecuado para hacer vá- 
lido un título ; empero no hay estatuto, ni uso? 
ni doctrina aceptada que ^establezca ' el período 
de tierppo requerido para la prescripción in- 
ternacional, ni se ha tentado una definición com- 
pleta del grado de autoridad que confiera propiedad 
territorial á una nación. Ciertamente no depende 
sólo de la ocupación ó del ejercicio de actos clara- 
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mente definidos. Todas las grandes naciones- 
de ambos heraisferios reclaman y están dispuestas^ 

á defender su derecho á vastas extensiones de 

I 

territorio que en ningiin sentido han ocnpada 
y á menudo no han explorado completamente. 
La doctrina moderna de '^ Hinteríand " con sukS 
inevitables contradicciones, indica el estado in- 
forme é instable del d,erecho internacional aplicado 
á pretensiones territoriales fundadas en ocupación 
ó autoridad interpretativas. 

Estas consideraciones auijnentan la incerti- 
dumbre de cualquier plan general de arbitraje 
en disputas territoriales. El procedimiento pro- 
puesto para este fin se hallará lleno de sorpresas ; 
la naturaleza del tribunal, su competencia y su 
exención de parcialidad pueden ser objeto de 
grandes dudas; la ley que ha de administrar 
está todavía por interpretarse. Aun si el nú- 
mero de tales disputas no es mucho mayor que 
el de aquéllas de que hemos tenido experiencia 
en los tiempos modernos, ,no puede mirarse sin 
desconfianza la aplicación de. expediente tan ter- 
minante é incierto á controversias en que van 
envueltos los más caros intereses y sentimientos 
de multitud,^ de hombres; pero si, como parece 
muy probable, la faciUdad del procedimiento en- 
gendra un numero ampliamente aumentado de 
litigantes deseosos de rectificar sus fronteras en 



I 
44 — 



provecho propio, puede ser formidable el peligro 
inherente al cambio propuesto. 

Paréceme que, atentas estas circunstanciaBj 
será más discreto que las naciones, mientras ten- 
gamos mayor experiencia del arbitraje internacional, 
V retengan en sus propiai? manos algún poder sobre 
el resultado final de cualquier pretensión que 
pueda adelantarse contra sus derechos territoriales. 
Yo he indicado arreglos conforme á los cuales 
pudieran protegerse indirectamente sus intereses, 
concediendo á los litigantes vencidos el derecho 
de apelar ante un tribunal en que el fallo debería 
confirmarse por una mayoría de jueces pertene- 
cientes á su nacionalidad. No insisto en esta 
forima especial de protección. Igualmente satis- 
factorio y más sencillo sería estipular que ningún 
fallo sobre una cuestión de derecho territorial 
tendría valor, si una ú otra parte protestase for- 
malmente contra su validez dentro de tres meses 
después de pronunciado. Tan poderosa sería en 
la opinión del mundo la presunción moral contra 
cualquier nación que presentase tal protesta, que 
ningún gobierno acudiría á tal defensa á no ser 
que abrigara el vivo temor de que había pro- 
babilidad de una denegación de justicia. 

El señor Olney mismo admite al parecer la 
necesidad de alguna seguridad de esta especie; 
sólo que é\ limitaría la libertad de negativa al 
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periodo inmediatamente auteribr al arbitraje* Y6 
no desestimo en modo alguno el valor de su pro- 
posición ^ no obstante que, si se adoptara, seríai 
necesario modificarla en su aplicación á la Gran 
Bretaña, á efecto de conformarla á nuestros es- 
peciales usos constitucionales ; pero ella no com- 
prendería el caso de errores cometidos por el 
tribunal j pot cuatiquier razón ^ los cuales en el caso 
de una pretensión á territorio habitado podrían 
tener tan serios resultados para grandes agrupa- 
ciones de hombres. 

Temo que^ si se adoptara en su forma ac- 
tual la proposición del señor Olney, el temor de 
una posible denegación de justicia induciría al 
gobierno cuyo territorio se pretendiera, á evitar 
todo riesgo, negando por completo el arbitraje, 
con el pretexto, que él reconoce, de que envolvía 
su honra y su integridad- Por otra parte, el 
conocimiento de que aun quedaría una puerta 
abierta para escapar de cualquier decisión que 
fuese manifiestaAnente injusta, dispondría á con- 
tinuar el arbitraje á algunas partes que retrocede- 
rían ante el, con ese pretexto, si conociesen que, 
entrando en el procedimiento, habrían abandonado 
toda posibilidad dé propia protección, fuera cual 
fuera la injusticia con que amenazase el fallo. 

No dudo qué, si la experiencia mostrara que 
el procedimiento adoptado funciona con mediana 
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regularidad, el rechazo del fallo vendría á con- 
siderarse gradualmente como proceder tan peligroso 
y desrazonable, que el derecho de acudir á tal 
modo de propia protección en las disputas terri- 
toriales caería prácticamente en desuso, y á su 
debido tiempo podría renunciarse formalmente á 
él. No oreo empero que pueda perseguirse la 
sincera adopcióíi y práctica del sistema de arbitraje 
en el caso de demandas territoriales, á menos 
que se establezcan previamente la seguridad y 
practicabilidad de este modo de arreglo, mediante 
un paso cauteloso y de ensayo. 

Cúmpleme pedir á V. E. que lea al señor 
Olney la sustancia de este oficio y le deje copia 
<de él, si la deseare. 



' LOED SALISBUEY AL SBNOE BAYAED. 

Ministerio de lo Exterior: 30 de mayo de 1896. 

Excelentísimo Señor : 

El Gobierno de Su Majestad ha prestado 
inmediata atención al oficio del señor Olney que 
pusisteis en mis manos el 19 del corriente, al 
icual acompañaba copia de una carta de la Comisión 
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nombrada para investigar é informar acerca de 
la verdadera línea divisoria entre la Kepública de 
\^eneziiela v la Gnayana Británica. Contiene la 
carta el pedimento de que se suministren á la 
Comisión pormenores de ciertos documentos que 
se encuentran en los archivos de La Haya, á 
■los cuales se hace referencia en el Libro Azul 
relativo á esta óuestión, presentado al Parlamento 
en marzo ultimo. La Comisión nombrada por el 
Presidente de los Estados Unidos, cuyos objetos 
describió circunstanciadamente V. E. en su nota 
de 3 de febrero, recibió del Gobierno de Su 
Majestad, por conducto de V, E., los iinformes 
que hasta entonces se habían reunido para pre- 
sentarlos al Parlamento. 

El Gobierno de Su Majestad se hallará en 
breve en aptitud de presentar nuevos documentos 
que diluciden el asunto, y yo tendré gran placer 
en enviaros copias adelantadas, apenas estón im- 
presos. Creo que en ellos hallaréis, no sólo los 
documentos particulares de La Haya á que se 
llama la atención en la carta del señor juez Bre- 
wer, sino también todos los otros de naturaleza 
semejante á que se hace referencia en la expo- 
sición preliminar británica. 

Si, examinado el próximo Libro Azul, apare- 
ciere que hay cualesquiera otras documentos res- 
pecto de los cuales se deseen informes, el Go- 
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bienio de Su Majestad celebrará prestar toda la 
ayuda que le sea dable para suministrarlos* 

El Gobienio de Su Majestad se complace 
en saber que el profesor Burr está á punto de 
practicar un examen de los archivos de La Haya, 
y con gusto pondrá á su disposición todos los 
informes que pueda dar, con la mira de ayudarlo 
en sus investigaciones. ' 

Acompaño un memorándum del Procurador 
General de Su Majestad, que es consultor de este 
Gobierno en la cuestión ; memorándum que con- 
tiene algunos nuevos informes y observaciones 
sobre los puntos suscitados en la carta del señor 
juez Brewer. 

Tengo, etc. 

^ Salisbuky. 



(ANEXO) 



MEMORANDO Jl 



El que no se imprimieran los documentos de 
La Haya en el Apéndice al Libro Azul sobre 
Venezuela, n limero L de 1896, se debió á pre- 
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mura del tiempo y al cúmulo de documentos que 
había que examinar y traducir. 

Lo8 tres documentos á que se hace referen- 
cia en la carta del señor juez Brewer^ del 6 de 
mayo de 1896, que acompañaba al oficio del señor 
Olney de 8 del propio mes, es á saber: 

1. El documento de los *' Archivos de La 
Haya" á que se hacs referencia én la ** exposición 
preliminar", página 9 del sus(^icho Libro Azul, 
fechado en 1684, relativo al establecimiento de una 
posta en Barima. 

2. El documento á que se hace referencia en 
la página 12, fechado en 1757, que da cuenta de 
quejas dirigidas por el Comandante español á las 
autoridades holandesas respecto de desórdenes ocu- 
rridos en Barima, y 

3. El memorial á que se hace referencia en la 
página 13, fechado en 1764, 

se hallarán todos impresos en el apéndice al 
Libro Azul, que se está preparandp actualmente y 
que en breve de publicará y pondrá á la disposición 
del Gobierno de los Estados Unidos. 

Todos los demás documentos de La Haya á que 
se hace referencia ó que se citan en la exposición 
preliminar se hallarán también impresos en el mis- 
mo Libro Azul, é irán acompañados de gran núme- 
ro de otros documentos holandeses y españoles que 

4 
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corroboran y confirman los hechos adelantados en 
la exposición preliminar. * 

Cuanto á la observación hecha en la carta del 
señor Juez Brewer de qne, hasta donde ha llevado 
su examen la Comisicín, no se halla apoyada en Iñs 
obras de los historiadores modelos de la colonia? 
ora ingleses, ora bolán dese^^ la pretensión de que 
la Guayana Holandesa se extend?a hasta Punta 
Barima, no cabe enceste lugar un examen cumplido 
de las miras de los historiadores. Pero acerca de 
^ste punto particular, hacia el cual se llama la aten- 
ción, apenas pueden las opiniones de dos historia- 
dores modernos, citadas en la carta, considerarse 
suficientes para refutar los hechos adelantados en la 
exposición británica, apoyados por los documentos 
ya publicados ó próximos á publicarse y confirma- 
dos por historiadores que escribieron en épocas 
muy anteriores y con plena oportunidad de conocer 
las circunstancias verdaderas. 

El aserto citado de la obra del general Net- 
scher de que en los archivos holandeses no hay nada 
que apoye la contención británica debe de haberse 
adelantado con un conocimiento imperfecto de los 
documentos. Practicado un examen, se encontrará 
que los archivos holandeses originarios corroboran 
indudablemente la contención británica. El hecho 
de que en varias épocas, á fines del siglo diez y 
seis y principios del diez y siete, habían ocupado 
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los holandeses el territorio de las inmediaciones de 
Barima está completamente establecido por los 
documentos coutemporáneos, tanto holandeses conio 
^españoles. 

Si Barima fué abandonada por los holandeses 
es cuestión que solo puede tratarse Batisfactoria- 
mente después de revisar toda la historia de los 
^procederes holandeses con respecto á ese lugar. 
El Gobierno de Su Majestad opina que ciertamen- 
te no hay prueba suficiente que justifique el aserto 
de que los holandeses ó los bri taños la abandona- 
ron y aún menos el de que fuera alguna vez ocu- 
pada por los españoles. Por lo que respecta á la 
cita de la historia del señor Rodway, basta remitir- 
se al resumen que hace él mismo de la cuestión de 
frontera en la página 1G8 del tercer volumen, donde 
dice lo siguiente: 

I '' De todas las tribus nativas de la America 

tropical^ los caribes eran la más poderosa. No obs- 
tante los relatos de sus riquezas? que dieron lugar 
á numerosas expediciones en busca de la ciudad 
de oro de Manoa de ^' El Dorado", España nunca 
se estableció con fijeza en Guayana. Cada vez que 
se hizo la tentativa, fueron rechazados los invasores, 
de modo que por espacio de casi una centuria se 
conservó intacto el país. Luego vinieron los pri- 
meros comerciantes holandeses, que se proclamaron 
enemigos de España y amigos de los caribes, y al- 
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eanzaron así que se les permitieran pequeños esta- 
blecí iiiien tos en varios lugares. Más tarde, cuan- 
do cobrtí mayor importancia el comercio, se esta- 
blecieron postas en el interior, j todo el país, desde 
el Eseqnibo hasta el Orinoco, se abrid á los holan- 
deses, aunque efectivamente cerrado á los españoles. 
Con seguridad puede esponerse que si hoy existiese 
en cualquier parte de África semejante estado de 
cosas, se consideraría el país como perteneciente 
virtualmente á la nación comerciante. Poco des- 
pués, á medida que las estaciones mercantes se hi- 
cieron colonias, los Comandantes del Esequibo lle- 
garon á ser arbitros en las disputas^ entre las tribus 
nativas, y más tarde recibieron presentes anuales 
los indios del interior y del Noroeste, desde el Río 
Barftna basta el Pomarón, en pago de la ayuda 
prestada en la captura de esclavos prófugos y en la 
represión de disturbios. Hallábanse por tanto en 
la posición de razas nativas protegidas, y puede afir- . 
marse confiadamente que, aunque un español no 
podía entonces viajar con seguridad en ninguna 
parte de Guayana, los holandeses podían, al con- 
trario, andar libremente por todo el país. 

'' En capítulos anteriores hemos mostrado que 
España disputaba el derecho de los del Esequibo 
para cazar esclavos en la boca del Orinoco, pero no 
encontramos que de esto resultara ninguna con- 
tienda seria. En los promedios del siglo décimo 
séptimo hubo una posta avanzada holandesa en la 
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desembocadura del Baríina, donde se tenía un mer- 
cado de esclavos de los caribes* Futí abandonada 
en el año de 1680^ probablemente porque no era 
lucrativa, pero ciertamente np por temor á los es- 
pañoles; hallábase á la verdad íntimamente enlaza- 
da con la colonia del Pomarón, y cuando ¿sta fra- 
casó, se abandonó necesariamente la posta de Ba- 
runa. 

Para mostrar que el testimonio de los historía-* 
dores y escritores modelos corrobora la opinión 
británica respecto de los hechos^ bastan las siguien- 
tes citas de obras de primer orden sobre el asunto 
de Guayana (á las cuales pudieran agregarse otras). 
Hartsinck, en su Descripción de Guayana, publi- 
cada en An^sterdam pn 1770 (voL I, página 146} 
dice : 

'' Como antes lo hemos dicho, la Guayana 
puede ahora dividirse convenientemente en cuatro 
partes, segiin las actuales posesiones allí estableci- 
das por las potencias europeas, es á saber : 

*'I. La Guayana Española, sita á ambos lados 
de las márgenes del Río Orinoco, se extiende hacia 
el Oeste hasta el Río Negro y hacia el Sur hasta 
el Río Barima, que está situado á los 8° y 5' de la- 
titud Norte y vierte sus aguas en la boca del Ori- 
iioco, ó según otros, llega hacia el Este hasta el 
Río Guaima ó Wainy, cosa de cinco millas al Este 
del Orinoco, el cual sirve de frontera meridional 
entre las Guayanas Española y Holandesa.'' 
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'* Ti. La Guayana Holandesa, que se extiende 
desde la Guayana Española hasta la Francesa ; 
pero, cuanto á la línea fronteriza de esta última y la 
primerap es asunto de disputa entre los holandeses 
y los franceses si debe empezar desde el Río Sina- 
mari, sito á los 5^ 32', poco más 6 menos, 6 desde 
el Río Marowine, á cosa 4e los 5^ 50'; disputa que 
consideraremos más latamente en el capítulo de 
Surinám." 

En la página 257 del mismo volumen dice r 
"Algunos dan por límites occidentales de la Gua- 
yana Holandesa el Río Barima, que se baila á los 
8^ 5' de latitud Norte y cae en la desembocadura 
del Orinoco ; otros la consideran limitada al Oeste 
por el Río Guaima, sito á cosa de 4 nirtllas al Este 
del Orinoco." 

" Loa primeros ríos que se encuentran en la 
Guayana Holandesa, siguiendo ( en la dirección del 
Sudeste) desde el Orinoco, son el Barima, de una 
milla de ancho poco más 6 menos, donde antes tu- 
vimos los holandeses un fuerte ; tres millas más 
lejos, el Amacuro, de igual anchura, que, como el 
ya mencionado, cae al. Orinoco ; tres millas largas 
hacia el Oriente, el Moco Moco; y menos de dos 
millas más lejos, el Río Guaima, de tres cuartos de 
milla de ancho, pero somero". 

Rolt, en su historia de la América Meridional ,. 
publicada en Londres en 1756, (pago 500) escribe: 
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" L La Guayana Holandesa se extiende, á lo 
largo de la costa, desde la boca del Río Orinoco, á los 
9° de latitud Norte, hasta el Río Maroni, donde los 
ingleses construyeron en otro tiempo un fortín á 
los 6^ 20' de latitud Norte''. 

Pestal, en sos Commantarii de República Ba- 
tava (publicada en Leyden en 1795) volumen L 
pág. 177, dice : 

" De la Guayana Española, en la dirección 
del Sur, está separada la Guayana Holandesa por 
el Río Barima, que cae al Orinoco, (5, según otras 
opiniones, por el Guaima, que esti más al Oriente.' 

El Barón Alejandro de Humboldt, en su Na- 
rración Personal de Viajes á las Regiones Equinoc- 
ciales del Nuevo Continente durante los años corri- 
dos de 1799 á 1804 (edición inglesa publicada en 
Londres en 1826, volumen 6, pág. 162) dice lo si-^ 
guienter 

" Los límites de la Guayana Española por el 
Norte y por el Oeste son, primero, el Orinoco, des- 
de el cabo Barima hasta San Fernando de Ataba- 
po, luego una linea que corre de Norte á Sur desde 
San Fernando hacia un punto sito 15 leguas al 
Oeste del fortín de San Carlos. La línea cruza el 
Río Negro poco más arriba de Maroa. La fronte- 
ra del Noreste, la de la Guayana Inglesa, merece 
la mayor atención, á causa de la importancia polí- 
tica de las Bocas del Orinoco, que he discutido en 
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el capítulo veinte j cuatro de esta obra. Las ha- 
ciendas de caña de azúcar j de algodón llegaban 
ya bajo el Gobierno holandés más allá del Río Po- 
mardn ; hoj llegan más allá de la boca del 
río Moroco j donde está establecido un fuerte 
militar ( YéaBe el muy interesante mapa de 
las colonias de Esequibo y Demerara, publicado 
por el mayor F, de Bouclienroeder en 1798). Los 
holandeses, lejos de reconocer el Río Pomaron ó el 
Moroco como límite de su territorio, lo situaban en 
el Río Bariuia, y por consiguiente cerca de la boca 
del Orinoco mismo, desde donde trazaron mja 
línea de demarcación del Nord-noroeste al Sur-sur- 
est^ hacia el Cuyuni. Hasta habían ocupado mi- 
litariiiente la margen oriental del río Barima 
antes que los ingleses en 1666 hubieran des- 
truido los fuertes de Nueva Zelandia y Nueva Mi- 
delburgo, en la margen derecha del PomarcSn.^ 
Esos fuertes y el de Kyk-over-al, en la confluencia 
del Cuyuni, del Masaruni y del Esequibo, no han si- 
do restablecidos. Personas que habían estado en el 
sitio me aseguraron, durante mi permanencia en 
Angostura, que el país sito al Oeste del Pomarón, 
cuya posesión será disputada un día por Inglaterra 
y la República de Colombia, es cenagoso, pero muy 
fértil." 

28 de mayo de 1896. 
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EL SEÑOR BAYAED A LORD SALISBUKY, 

Embajada de loa Estados Unidos, 

Londres: 2 de junio de 1896, 
Milord : 

Teugo á honra avisar el recibo de la nota 
de V, E., del 30 del mes ultimo^ que llegó á mis 
manos en la mañana de hoy, acompañada de un 
memorándum preparado por el Procurador Gene- 
ral de su Majestad, sobre el asunto de los do- 
cumentos históricos adicionales y pruebas docu- 
mentales ^referentes al título del territorio en dis- 
puta entre la Guayana Británica y la República de 
Venezuela que se continúan compilando para su 
publicación. 

Prontamente he trasmitido al Secretario de 
Estado de los Estados Unidos copias de la res- 
puesta de V. E. y del memorándum del Procu- 
rador General de su Majestad, para que las co- 
muniqué á la Comisión que ahora está investigan- 
do en Washington acerca del asunto. 

Y aprovecho la ocasión para expresar á V. E. 
el alto aprecio y satisfacción que estoy segu- 
ro sentirá mi Gobierno por la franca, amistosa 
y pronta ayuda ya prestada y prometida en la 
trasmisión, dentro de breve tiempo, de la publi- 
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cacicín adicional que actualmente está preparando 
el Gobierno de Su Majestad. 

Uel tenor de estas amistosas intenciones de 
ayudarlo en sus investigaciones en los archivos 
holandeses he informado ya confidenciahnente al 
profesor George L. Burr, que está en La Haya. 

TengOj etc- 

T, F.Bayard. 



SIE JULIÁN PAUNCEFOTE AL SENOE OLNEY. 

— « 

Washington: 3 de junio de 1896^ 

¡Señor : ' 

En el decurso de nuestra última entrevista' 
en el Departamento de Estado, el primero del 
corriente, tuve el honor de exponeros verbal- 
mente á nombre de mi Gobierno ciertas propo- 
siciones para el arreglo de la cuesti(5n de la 
frontera venezolana, que el Marqués de Salisbury 
me había encargado de someter á la considera- 
ción de vuestro Gobierno en su calidad de amigo 
de Venezuela. 

Acaso sea conveniente para futura referencia 
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suministraros los términos precisos de esas pro- 
posiciones j una exposiciíín exacta de laa razo- 
nes en que se fundan. 

Aventuróme por tanto á acompañaros copia 
del oficio á mí dirigido por Lord Salisbury sobre- 
el particular, el cual, según espero, facilitará vues- 
tra consideraciíín de las proposiciones de mi Go- 
bierno. 

Tengo, etc. 

JtJLIAX PAU^CEFOTE. 



(anexo) 
LOED SALISBÜET A SIE JULIÁN PAUÍÍOEFOTE. 

N? 130. 
Ministerio de lo Exterior. 

22 de mavo de 1896. 

Señor : 

En oficio fechado el 18 del corriente os envié 
algunas observaciones sobre la comunicación que 
os dirigió el señor Olney con respecto al asunto 
del arbitraje general. 
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Como es posible, sin embargo, que uo halle- 
mos medio de superar las dificultades que aún 
separan las miras de los dos gobiernos tocante á la 
cuestión más grande y general, propdngome en 
este oficio trasmitiros proposiciones para el ajuste 
de la disputa venezolana, que me agradará presen- 
tein al Gobierno de los Estados Unidos, que obra 
<jomo amigo de Venezuela en este asunto. Des- 
de el principio hemos objetado el someter á la 
decisión de un arbitro, que, en último recurso, debe 
ser por necesidad un extranjero, los derechos de 
colonos británicos que se han establecido en el te- 
rritorio que tenían toda razón para creer británico; 
<5uyas carreras quedarían rotas j cuyas for- 
tunas serían probablemente arruinadas por la 
decisión de que el territorio en que se han 
establecido perteneciera á la República de Vene- 
zuela. Al propio tiempo sabemos muy bien que la 
disputa entre nosotros y la República de Venezue- 
la afecta muy vasta porción de tierra que no está 
colonizada y de la cual podría disponerse sin injus- 
ticia alguna contra ningnna parte de la población 
colonial. Nosotros estamos muy dispuestos á que 
el territorio comprendido en esta definición se so- 
meta á los resultados de un arbitraje, aun si se en- 
<5uentra que alguna parte de él está dentro de la 
línea de Schomburgk. Teniendo en mira ese fin, 
proponemos la siguiente base de arreglo de la 
cuestión de la frontera venezolana: 
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Por convenio entre la Gran Bretaña y los Es- 
tados Unidos- se creará una Comisií5n compuesta de 
cuatro miembroB, es á saber : de dos subditos bri- 
tánicos y dos ciudadanos de los Estados Unidos. 
Dicha Comisión investigará é informará acerca 
de los hechos que afecten los derechos de los Países 
Bajos Unidos y de España, respectivamente, en la 
fecha de la adquisicitín de la Guayana Británica por 
la Gran Bretaña, 

Esta Comisión sólo examinará cuestiones de 
hecho sin referirse á las inferencias que puedan fun- 
darse en ellas; pero la decisión de una mayoría de 
la Comisión sobre esas cuestiones será obligatoria 
para ambos Gobiernos. 

Dado el informe de la susodicha Comisión, 
tratarán los dos Gobiernos de la Gran Bretaña y 
Venezuela, respectivamente, de convenir en una 
línea tronteriza basada en tal informe. A falta de 
uñ acuerdo, se someterán el informe y todos los 
demás asuntos concernientes á esta controversia 
sobre que deseare insistir iirio ú otro Gobierno, á un 
tribunal de tres miembros : uno nombrado por la 
Gran Bretaña, otro por Venezuela y el tercero por 
los dos así nombrados ; tribunal que fijará la línea 
fronteriza basándola en tal informe, y la línea así 
fijada será obligatoria para la Gran Bretaña y Ve- 
nezuela. Bien entendido siempre que en la fijación 
de tal línea el tribmial no tendrá poder para incluir 
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como territorio de Venezuela nin^ino que para el 
primero de enero de 1887 se hallara ocupado bona 
fide por subditos de la Gran Bretaña, ni coino te- 
rritorio de ésta ninguno ocupado bona fide por ve- 
nezolanos para esa misma fecha, 

Con respecto á cualquier territorio de que le 
esté prohibido tratar al tribunal^ según esta estipu- 
lación ^ podrá él presentar íÍ las dos potencias cua- 
lesquiera recomendaciones que le parezcan capaces 
de satisfacer los derechos equitativos de las partes ; 
recomendaciones que serán tomadas en considera- 
cidn por las dos potencias* 

Esta proposición pone de manifiesto que esta- 
mos dispuestos á aceptar el fallo de una Comisión 
que vote én la proporción de tres auno sobre todos 
los hechos envueltos en la cuestión de los derechos 
holandeses y españoles en la época de la cesión de 
la Guayana ala Gran Bretaña. También estamos 
dispuestos á aceptar la decisión de un tribmial ar- 
biti^al con respecto á la propiedad de todas las por- 
<riones del territerio disputado que no estén coloni- 
zadas por subditos británicos ni por ciudadanos ve- 
nezolanos. Si el fallo de la Comisión afectare cual- 
quier territorio que esté así colonizado, uno y otro 
Gobierno podrán negarse á aceptar la decisión á 
que se haya llegado ^ hasta donde afecte el territo- 
ji& que se alegue estar colonizado. No necesito 
empero indiearos que aun sobre esa cuestióu^ á 
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pesar de que la decisión del tribunal arbitral no 
tenga efecto definitivo j a mqnoa que sea manifies- 
tamente injusta, ofrecerá una presunción contra la 
€ual hallará prácticamente difícil contender el Go- 
Jbierno que proteste. 



ELSEÑOll OLNEYÁ SIR JÜLTAN PAUNÜEFOTK 

;Número418. 

Departamento de Estado. 

Washington : 12 de junio de 1896. 
Excelentísimo señor: 

Tengo á honra avisar el recibo de vuestra co- 
municación del 3 del corriente, acompañada dé un 
oficio á vos dirigido por Lord Salisbury con fecha 
del 22 del mes último, contentivo de proposiciones 
para el arreglo de la disputa venezolana, las cuales 
se os pide que presentéis al Gobierno de los Esta- 
dos Unidos. Estas proposiciones han sido consi- 
deradas cuidadosamente y con la mejor disposición 
de hallar en ellas una solución no menos práctica 
que justa de la controversia á que se refieren. 

Con pesar se cree este Gobierno, por consi- 
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guiente, en la imposibilidad de considerar las pro- 
posiciones como propias para llevar la disputa de 
la frontera venezolana á una pronta conclusitín, ó 
reconocer debidamente los justos derechos délas 
partes interesadas. 

Insinúase, por ejemplo, que una Co mi si fin de 
cuatro personas, dos de ellas subditos británicos y 
las otras dos ciudadanos de los Estados Unidos, 
investigará y determinará ciertos hechos. Pero^ 
á no ser que esta Comisión logre llegar á sus resul- 
tados unánimemente 6 por el voto de tres contra 
uno, bien puede ser que se crea mejor el que nunca 
se hubiera cireado. En el evento no improbable 
de un empate, no podría llegar á resultado alguno 
en el sentido de hechos determinados, mientras que, 
robusteciendo á cada parte en la convicción de la 
verdad de su propio alegato, tendería á hacer re- 
moto, ó hasta imposible, cualquier ajuste pacífico. 

Además, esta Comisión, constituida de modo 
que no tendrá seguridad de alcanzar un resultado 
en cuanto á los asuntos sometidos á su considera- 
ción, parece también desgraciadamente limitada 
con respecto á tales asuntos. Ella debe informar 
acerca de los hechos que afecten los derechos de 
los Países Bajos Unidos y de España, respectiva- 
mente, para la fecha de la adquisición de la Guaya- 
na Británica por la Gran Bretaña. Tomándose 
por base tal informe, ha de trazarse una línea fron- 
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teriza que, sin embargo, no debe invadir en nin- 
gún caso los establecimientos bona fide de una ni 
otra parte* ¿Pero cómo habrán de determinarse los 
hechos qne muestren la existencia y \fi bona fides 
de tales establecimientos 1 Hallándose esta Comi- 
sión cuidadosamente inhabilitada para investigar é 
informar acerca de ellt)s, la primera, y acaso la me- 
jor creencia es la de que se dejan para ser determi- 
nados por negociaciones ulteriores que envuelvan 
otra convención y aún no improbablemente otra 
comisión. Si no se prevee este lento y dilatorio 
procedimiento, debe ser porque el tribunal arbitral^ 
que ha de considerar no sólo el informe, sino " to- 
dos los demás asuntos concbrnientes á esta contro- 
versia sobre los cuales deseexi insistir uno ú otro Go- 
bierno", tendrá que recibir é indudablemente se 
hará presentar todos los asuntos cori'espondientes 
á la ocupación bona jidf^ por los colonos. Tal 
puede razonablemente inferirse de las facultades 
conferidas al tribunal para hacer recomendaciones 
respecto de los derechos equitativos procedentes de 
la ocupación. Pero, si hay el propósito de que el 
tribunal arbitral oiga las pruebas y juzgue los he- 
chos sobre el asunto de la ocupación bona fide, no 
hay razón ciertamente para que no se confiera la 
facultiad en términos explícitos. Aun entonces, no 
se ve por qué no se encargue á una misma comi- 
sión de determinar todos los hechos que envuelve 
la controversia. 
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Estas consideií^aciones parecen mostrar que 
las proposiciones de Su I^xcelencía^ miradas como 
contentivas de un proyecto práctico para el arre- 
glo pronto y definitivo de la disputa de límites/ 
no pueden considerarse satisfactorias. Queda por 
exponerse otra objeción todavía más grave contra 
.ellas. Provéese un tribunal arbitral que lia de 
rfijar la verdadera línea fronteriza originaria. Sij 
,con todo, esta línea reserva á una parte un 
ierri torio ocupado bona fide por un ciudadano 6 
subdito de la otra para el 1- de enero de 1887, 
no ta de ser obligatoria respecto de este territorio. 
Manifiéstase que la decisión relativa á esta parte 
de la línea tendrá gran peso moral y que el 
tribunal está autorizado para hacer recomendacio- 
nes respecto de los derechos equitativos de las 
.parteSj cuya debida consideración se espera de 
é\. Pero el resultado absoluto es que, aun 
x3uando el tribunal arbitral pueda encontrar que 
<iieito territorio pertenece á Venezuela y hasta 
que no hay derechos equitativos que le impidan 
tenerlo, el que lo obtenga ó no dependerá del 
beneplácito de la Gran Bretaña — de su generosi- 
dad, su sentimiento de justicia, su capricho ó sus 
miras de conveniencia en general. Es de notarse 
también que^ no obstante haberse llamado á 
menudo la atención del Gobierno Británico hacia 
este punto í ni en este oficio ni en ningún otro 
lugar se ofrece norte alguno para saber que 
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<ílase de ocupación es^ la que se califica como 
bona Jide. ¿Sería de esa naturaleza la ocupación 
ejercida en virtud de una licencia de minas tem- 
poral 6 re vo cable í que empezase el 31 de di- 
ciembre de 1886? Habiendo sido siempre las 
pretensiones de Venezuela asunto de notoriedad 
pública, ¿podría un subdito británico establecer 
.su hona fides contra Venezuela mostrando en 
punto de hecho que no había tenida nunca noticia 
de ellas? Estas son, sin embargo, críticas secun- 
darias. La objeción decisiva existente contra las 
proposiciones es que, según parece, es condición 
fundamental que la línea fronteriza que los ar- 
bitros decidan ser la verdadera no tendrá valor 
respecto de territorio ocupado hona fide por un 
subdito británico para el 1^ de enero de 1887 — 
será desviada en todo caso semejante, á efecto 
de hacer que tal territorio forme parte de la 
Guayana Británica. Verdad es que la misma regla 
habrá de aplicarse en el caso de un territorio 
ocupado hona fide por un venezolano para el 1^ 
de enero de 1887. Pero, como la Gran Bretaña 
pide la regla y Venezuela se opone á ella, la 
deducción inevitable coincide con el hecho no dis- 
putado, el de que se cree que la regla lía de promo- 
ver los intereses de la primera mientras perjudicará 
los de la última. La verdadera cuestión es, por 
consiguiente, la de si la regla^. es justa en sí — 
sin referencia á su aplicación efectiva — de modo 
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que la Gran Bretafia tenga derecho de imponer 
su voluntad á Venezuela en el asunto. Ccímo 
pueda contestarse afirmativamente esta pregunta, 
es cosa que dificilísi mam ente puede percibirse y que 
ni siquiera se intenta probar en el oficio mismo,. 
Es ésa una regla ciertamente no apoyada en 
ningún principio de derecho de gentes ni en 
ningún uso internacional reconocido; unA regla en 
que apenas se insistiría, á íuehos que se supusiese^ 
que su aplicación práctica se extendiera á muchas 
personas y abarcara grandes intereses. Sin em- 
bargo, si no han de desatenderse los hechos ni 
de ponerse á un lado las reglas ordinarias, su aV 
canee es al parecer completamente limitado, puesto 
que la línea de Schomburgk se proclamó por pri- 
mera vez en octubre de 1886, y en junio de 1887, 
se dirigió el Gobernador de la GJuayána Britá- 
nica á la Corte de Política de la Colonia, por 
instrucción expresa del Gobierno de la metrópoli^ 
en los términos siguientes: 

** Antes que pasemos á la orden del día, deseo 
hacer una declaración con referencia á la cuestión 
de la frontera entre esta colonia y la República 
de Venezuela. Entre las solicitudes que se haii 
recibido respecto de licencias y concesiones mine- 
ras con arreglo, á los reglamentos sobre minas 
adoptados por la ordenanza 16 de 1880, 16 de 
1886 y 4 de 1887, hay muchas aplicables á 
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tierras comprendidas dentro del territorio en dis- 
puta entre el Gobierno de Su Majestad y la 
República de Venezuela, He recibido instrue- 
cianea del Secretario de Estado para prevenir 
expresamente á todas las personas interesadas 
en tales licencias ó concesiones, ó que de otro 
modo adquieran interés en el territorio dispu- 
tado, que todas las licencias ó concesiones apli- 
cables á cualquier porción de tal territorio dis- 
putado se expedirán y deberán aceptarse con 
sujeción á la posibilidad de que, en el evento de un 
arreglo de la línea fronteriza actualmente disputada, 
puede llegar á ser parte del territorio venezola- 
no la tierra á que se » apliquen tales licencias, ó 
concesiones ; y que en ese caso no podrá recono- 
cerse ninguna reclamación de compensación por 
parte' de la Colonia ni del Gobierno de Su 
Majestad ; pero éste haría naturalmente cuanto 
fuese justo y posible para conseguir del Gobierno 
de Venezuela el reconocimiento y la confirmación 
de las licencias, etc., ahora expedidas". 

Es evidente, por tanto, que cualesquiera dere- 
chos de equidad de un subdito británico que 
hagan en modo alguno importante la bona fides 
de su ocupación de territorio venezolano para el 
1^ de enero de 1887, deben haberse adquirido 
durante los siete meses corridos de octubre de 
1886 á junio de 1887. En la opinión de este 
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Gobierno carece, sin embargo, completamente de 
importancia tal hona fides de parte del colono 
británico. Hasta donde se trae á litigio la hona 
^JideSj la importante es la de uno ú otro Gobierno^ 
y no la de los particulares. Supuesta la verdad 
de que hay subditos británicos que — para citar el 
oficio — "se han establecido en territorio que tenían 
toda raz(5n para creer británico ", los fundamentos 
de tal creencia no provinieron de Venezuela- 
Emanaron únicamente del Gobierno Británico, y, 
si hay subditos británicos que han sido engañados 
por las seguridades de su GobiernOj es éste un 
asunto completamente de ellos y de su propio 
Gobierno, y que en modo alguno atañe á Ve- 
nezuela. Venezuela no debe ser despojada de sus 
posesiones legítimas porque el Gobierno Británico 
haya alentado erróneamente á sus silbditos en 
la creencia de que tales posesiones eran británicas. 
En síSlo una contingencia posible tendría apariencia 
de plausibilidad, y nada más, cualquier pretensión 
de esa especie adelantada por la Gran Bretaña. 
Si pudiera mostrarse que la alegacidn de juris- 
diccidn por parte de la Gran Bretaña, en fe de 
la cual fiíndaron sus subditos establecimientos en 
territorio que subsiguientemente se encontrase que 
pertenecía á Venezuela, había obtenido de cualquier 
modo el asentimiento ó la aquiescencia de Ve- 
nezuela, podría considerarse excluida 6 impedida 
esta última Potencia de reclamar título alguno á 
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tales establecimientos. Pero los hechos uo torios 
del cuso muestran todo lo contrarío. Las reclama^ 
Clones de Venezuela y sus protestas contra la 
alegada usurpación británica han sido constantes 
y enfáticas y se han reforzado por todos los 
medios que á una Potencia débil le es dable em- 
plear en sus tratos con una fuerte, hasta la 
ruptura de las relaciones diplomáticas. Sería por 
tanto completamente imposible, al parecer, que la 
Gran Bretaña justificasei su alegada^ jurisdicción, 
sobre territorio venezolano en que, confiados en 
tal alegación, se han establecido subditos britá- 
nicos, arguyendo que ésta era honafide sin perfecto 
conocimiento de cualesquiera derechos que Ve- 
nezuela pruebe tener. 

En la opinión de este Gobierno, sólo modi-^ 
ficándolas en varios puntos puede hacerse que las 
proposiciones del oficio de Lord Salisbury satisfagan 
las exigencias y la justicia del caso. 

La comisión que ha de investigar acerca de 
ios hechos debe constituirse, agregando uno ó más 
miembros, de modo que por fuerza llegue á un 
resultado y no pueda ser infructuosa ni probable- 
mente perjudicial. 

Esa comisión debe tener facultad de informar 
sobre todos los hechos necesarios para la decisión 
de la controversia de frontera, inclusive los per- 
tinentes á la ocupación del territorio en disputa 
por subditos británicos. 



/ 
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La estipulación en virtud de la cual no debe 
la línea fronteriza trazada por el tribunal arbitral 
de tres incluir territorio ocupado bona fide por 
subditos británicos 6 ciudadanos venezolanos para 
€l primero de enero de 1887 debe tacharse por 
completo > d podría ser sustituida por la siguiente : 

"Bien entendido, sin embargo, que, si al fijar 
tal línea, se encuentra ocupado por los subditos 
6 los ciudadanos de una parte un territorio de 
la otra» se dará á tal ocupación el peso y efecto 
que parezcan exigir la razón, la justicia, las reglas 
del derecho internacional y las consideraciones de - 

equidad del caso particular". .» * ■ 

Cúmpleme pediros que comuniquéis á Lord 
Salisbury el contenido de este oficio, suministrán- 
dole, si lo deseare, la copia que con ese fin 
acompaño. 



TengOj etc. 



ElCHAED Oliíey, 



» 
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Eh seSoe olnby a aiii JULIAN PAüKCEFOTB 

W 419. 
Departamento de Estado; 12 de junio de 1896- 
Excelentísimo Señor : 

Tengo el honor de. a visaros el recibo de una 
<5opia del oficio que os diriprió Lord Salisbury el 18 
^el mes último, relativo á un proyecto de tratado de 
arbitraje general entre los Estados Unidos y la Gran 
Bretaña. Su contenido ha recibido la cuidadosa 
consideración de este Gobierno, y yo aprovecharé 
la primeria oportunidad para presentar algunas 
observaciones sobre las proposiciones enunciadas y 
discutidas en el oficio. 

Entre tanto, juzgo oportuno, sin embargo, 
llamar de nuevo la atención hacia el hecho de 
que, hasta donde concierne á la disputa de la 
frontera venezolana, la posición de este Gobierno 
ha sido definida francamente, no sólo por el Eje- 
cutivo, sino por la unánime acción acorde de am^ 
bos ramos del Congreso. Un verdadero arbitraje 
que tuviese por resultado un fallo y resolviese 
definitivamente la controversia, ora con arreglo á 
un tratado especial de arbitraje, ora conforme á 
uno general, sería enteramente compatible con esa 
posición y acogido cordialmente por este Gobierno. 
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Por otra parte, si l^ien un tratado de arbi tiraje 
general que estipulase una decisión de ensayo 
puramente sobre pretensiones territoriales, aunque 
no es todo lo que juzga conveniente y hacedero 
este Gobierno^ pudiera, sin embargo, ser aceptado 
por él^ como un paso dado en la direccicSn pre- 
cisa, por ninguna circunstancia se creería en liber- 
tad de incluir en la esfera de tal tratado la disputa 
de la frontera venezolana. Para bien de los dos 
Gobiernos, se estima conveniente ser explícito así,, 
á fin de que puedan continuar sin engaño la» 
negociaciones pendientes para un tratado general 
de arbitraje. 

Cúmpleme rogaros que comuniquéis á Lord 
Salisburv el contenido de este oficio, suministran- 
dolé copia, si la deseare, y con ese fin os acompaño 
una. 

Tengo, etc. 

Richard Olney. 
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EL SEÑOR OLííEY Á SIR JULIAÍí PAÜÍfOEFOTE 

N? 425- p 

Departainento de Estado, 

Washington; 22 de junio de 1896- 

Excelentísimo Señor : 

Con grande in tenis se ha leído el oficio que 
os dirigió Lord Salisbury en 18 del mes último^ 
del cual os dignasteis entregarme copia. Si bien 
no puede convenir en toda la argumentación ni 
en todas las conclusiones del oficio, este Go- 
bierno está igualmente penetrado que satisfecha 
de la cuidadosa y sería atención que evidente- 
mente está recibiendo el importante asunto que 
se discute, y no puede menos que alimentarla 
esperanza de que un esfuerzo persistente en el 
caminó* de las negociaciones pendientes tendrá por 
resultado, si no todo lo que esperan los entusiastas 
abogados del arbitraje internacional, un adelanto 
decisivo respecto de cuanto se ha logrado hasta 
el presente en ese sentido. 

Este último oficio difiere del anterior de Lord 
Salisbury sobre el mismo asunto en que, descartada 
toda la fraseología general, se establece una dis- 
tinción completamente clara entre las controversias^ 
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que son comeo teniente arbitrables j las que no 
lo son de igual manera, Inclúyenae en la última 
clase las pretensiones territoriales, mientras que 
á la primera pertenecen evidentemente las de 
cualquier otro liuaje, estén d no enumeradas en el 
artículo III. El intento de clasificar aáí laS materias 
posibles de arbitraje, es al parecer inequívoco. 
En primer lugar, descríbense expresamente como 
^* pretensiones territoriales" los asuntos no ar- 
bitrables, en vez de describirse como asuntos que 
envuelven ** territorio, derechos territoriales, so- 
beranía ó jurisdicción", términos ern picados en el 
artículo IV; y en el segundo, todos los argumentos 
aducidos contra un tratado que someta á arbitraje 
tod^s las diferencias se fundan en la naturaleza 
peculiar de las pretensiones territoriales. Muy 
grandes son las ventajas de esta precisa línea 
divisoria entre los asuntos arbitrables y los no 
arbitrables, y eí hecho de que ya esté establecida 
muestra que el progreso de la discusión va elimi- 
nando todos los puntos de diferencia que no son 
de vital importancia. 

Lord Salisbury critica la observación hecha 
en mi oficio de 11 de abril último acerca de 
que los asuntos de arbitraje enumerados en el 
artículo III son tales, que casi nunca podrían 
poner en peligro las relaciones pacíficas de Estados 
civilizados. 

La obseivación me parece, sin embargo, 
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bien fundada, cuando se considera én su verdadera 
alcance^ — esto eSj cuando se tiene presente que 
el asunto de la actual discusión es un plan de 
arbitraje general, no para todo el mundo ni para 
dos países cualesquiera, sino únicamente para la 
Gran Bretaña y los Estados Unidos, Entre ellos, 
todavía me parece completamente imposible que 
de asuntos como los descritos en el artículo III, 
surgiese una guerra, existiera 6 no entre los dos 
países urt tratado de arbitraje general. Ni puedo 
jiudar sei;ianiente que Lord Salisbury convenga 
en esta ^mira-— ^pues su ^aparente opinión contraria 
se funda, á mi juicio, en la supuesta adopción y 
práctica del artículo III como regla internacio- 
nal de los Estados civilizados en general. 

La insinuación práctica de Lord Salisbury en 
este respecto es que, como los dos Gobiernos ** es- 
tán enteramente de acuerdo en aprobar los térmi- 
nos del artículo número III y la política que está 
destinado á sancionar ", bien pueden esas estipula- 
ciones hacerse efectivas de una vez mediante una 
convención separada, sin aguardar un acuerdo res- 
pecto de otros puntos más difíciles. Antes que 
pueda darse una respuesta á esta insinuación, se 
hace necesario sin embargo cerciorarse de si, en el 
concepto de Su Excelencia, ha de formar parte de 
tal convención el artículo V de las proposiciones. 
Si así ha de ser, apenas puede afirmarse que al pre- 
sente exista ningún acuerdo absoluto entre los dos 
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Oobiemo8 con respecto al artículo III — pues en la 
nota que os dirigí en 11 de abril de 1896 se indicó 
distintamente el efecto restrictivo del artículo V 
isobre el artículo 111 y se bosquejó una estipulación 
que le sustituyese. 

El resto del oficio de Lord Salisbury se dedica 
-á las pretensiones territoriales. Siendo la insinua- 
ción presentada en nombre de los Estados Unidos 
que tal pretensión será arbitrable prima facie y se 
someterá á ai'bi traje á menos que el Congreso ó el 
Parlamento la declararen no arbitrable, se responde 
que esta proposición implica una completa renuncia 
de la libertad de acción, á que no está dispuesto el 
Gobierno c(e Su Majestad. Pero la libertad de ac- 
ción de cada Gobierno antes de entrar en un arbi- 
traje queda intact^^ — y el único cambio consiste en 
que ha de ejercerse por medio de la Legislatura de 
cada país. Por tanto, por la libertad de acción que 
se renuncia debe significarse la libertad de rechazar 
un fallo después de convenir en un arbitraje. ^las 
no se sostendrá que á un Gobierno debe permitír- 
sele sustraerse de un fallo después de haberse com- 
prometido á someterse á ól ; de modo que, con res- 
pecto á una pretensión territorial, la verdadera ac- 
titud de Su Excelencia es que no habrá absoluta- 
mente arbitraje genuino. Habrá las formas y ce- 
remonias usuales, un seudo tribunal arbitral, au- 
diencias, pruebas y argumentos, pero como resul- 
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tado principal, en vez de un fallo obligatorio, solo 
una opini(5n sin fuerza ni sanción legales, á no ser 
que la acepten las partes. Lord Salisbury propo- 
ne, en verdad, que un fallo protestado será válido, 
si fuere aprobado por cinco de seis jueces nombra- 
dos, tres por una parte, de entre los jueces de su 
Corte Suprema, j tres por la otra, de entre los jue- 
<3esclela suya, ó, si no fuere desaprobado, por un 
tribunal de cinco jueces de la Corte Suprema de la 
nación que proteste. Pero ni uno ni otro método * 
cambian en modo alguno la idea esencial, que es 
la de que una decisión respecto de una pretensión 
territorial no obrará como fallo obligatorio, á menos 
que la potencia por ella agraviada, obrando por me- 
dio de su departamento político, ó por medio de 
'sus departamentos políticQ y judicial, la confirme ó 
deje de anularla. Ajuicio de Lord Salisbury, debe 
preferirse proceder por medio del departamento po- 
lítico solaanente, por ser * 'igualmente satisfactorio 
y más sencillo ". Ahora bien, quizá no es pru. 
dente aseverar, aunque no pueden ignorarse las ob- 
vias objeciones, que el experimento de someter una 
pretensión territorial á todos los procedimientos á 
que se hallaría sujeta conforme á un verdadero ar- 
bitraje no tenga sus ventajas compensadoras ni 
válgala pena del ensayo. Pero el experimento 
debe reconocerse y tenerse por lo que es — un arbi- 
traje solamente nominal, pues en efecto no es sino 
una investigación inusitadamente ceremoniosa y 
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esmerada. Insinuase que los Estados Unidos ad^- 
miten el principio de las proposiciones británicas ^ 
pero obtienen seguridad contra una denegaci(5n de 
justicia respecto de una pretensión territorial^ re- 
servándose una ** libertad de negativa" antes del ar- 
bitraje. Pero las proposiciones de los Estados Uni- 
dos no preveen el rechazo de un fallo después de 
haberse acudido al arbitraje — ellas sólo reservan el 
derecho de no celebrar un arbitraje, si la pretensión 
territorial en disputa envuelve la honra y la inte- 
gridad nacionales. Las pretensiones británicas^ 
también reservan el mismo derecho. La diferen-^ 
cia vital entre las dos s^es de proposiciones es por 
consiguiente manifiesta. Según la proposición bri- 
tánica, las partes convienen en un arbitraje y de- 
terminan después, > cuan do conocen el resultado, siv 
quedarán ó no obligadas. Conforme á las de los Es- 
tados Unidos, las partes convienen en un arbitraje 
habiendo determinado de antemano que quedarán 
obligadas. El último es un verdadero arbitraje; el 
primero una simple imitación, que puede tener sus-* 
utilidades, pero, como todas las demás imitaciones^ 
no puede compararse en valor con el artículo reaL 
Insinúase además que, aceptadas las proposiciones- 
de los Estados Unidos, el temor de una denegación 
de justicia podría inducir á las partes á hacer un usa 
indebido del alegato de que una pretensión no es- 
arbitrable, porque envuelve la honra y la integri- 
dad nacionales. La posibilidad de tal abuso existe 
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!iiidudablemente y ha de continuar existiendo^ áno_^ 
-ser que el principio del artículo V de las proposi- 
■ cioncs se abandone por completo. El hecho sere- 
<!onociü plenamente en mi oficio de 1 1 de abril úl- 
jtimo, donde se indicó qne los riesgos de impropias 
negativas á someter las cuestiones á arbitraje, fun- 
dadas en que esas cuestiones afectan la honra 6 la 
.integridad nacional, se reducirían, quizá hasta su 
mínimum, si en cada caso se dejara la decisión á la 
Legislatura de cada país. No puede ser necesario 
reiterar ahora las consideraciones allí expuestas en 
apoyo de esa insinuación; basta remitirse á ellas y 
agregar que hasta el presente no se me ha ocurri- 
do ni se ha indicado en parte alguna contestación 
satisfactoria para ellas. 

Lord Salisbury favorece, por dos razones, la 
exclusión práctica de las pretensiones territoriales 
de la categoría de asuntos propios para el arbitraje. 
Una es que no se conoce el número de tales pre- 
tensiones, y que, si el arbitraje se hiciese obligatorio 
con respecto á ellas, habría peligro de que se mul-i 
tiplicasen enormemente. Qué fundamentos existi- 
rían para este temor, si fueran universales, y estu- 
viesen vigentes entre cada Estado civilizado y cada 
uno de los otros, tratados de arbitraje general que 
comprendiesen las pretensiones territoriales, es 
cosa difícil de juzgar y ciertamente no necesita 

^considerarse ahora. Como lo único que ahora se 
6 
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tiene en mira es im ti'atádD de efía especie entre la 
Gran Bretaña j los Estados Unidos^ no es fácil 
imaginar cómo puede su realización acarrear los 
peligros á que se hace referencia. ¿ De quó fuente 
puede esperarse que suijan estas numerpsas y espe-" 
culativas pretensiones de territorio? ¿ Es probable 
que el Gobierno Británico las adelante contra los 
Estados Unidos ó que el Gobierno de éstos las pre- 
isente contra la Gran Bretaña? Esta objeción ele- 
rada contra la inclusión de las controversias terri- 
toriales en la esfera de un tratado general de arbitraje 
^ntre los Estados Unidos y la Gran Bretaña, puede 
•ciertamente considerarse con justicia, si no como 
destituida de todo fundamento, por lo menos como 
de naturaleza altamente caprichosa. 

Díoeseen segundo lugar que las reglas de de- 
recho internacional aplicables á las controversias 
territoriales no están fijadas ; que tan incierta es la 
clase de ocupación ó de autoridad sobre un territo-^ 
rio legalmente necesaria para dar un buen título, 
como el tiempo que ha de durar tal ocupación ó 
autoridad ; que el ^' propuesto procedimiento " -es- 
tará lleno de /^sorpresas", y que la doctrina moder- 
na de '^Hinterland" es una prueba del estado poco 
satisfactorio del derecho internacional respecto del 
asunto que se discute. Mas no puede ser inopor- 
tuno observar que las *^ esferas de influencia" y la 
teoría ó práctica de la idea de ^^Hinterland" son 
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cosas desconocidas en el derecho iuterimcional y 
no se apoyan todavía en principios reconocidos del 
derecho internacional ni del nacional. Son nuevas 
desviaciones que ciertas grandes potencias etiTO- 
peas han encontrado necesarias y convenientes al 
compartirse entre sí grandes regiones del contmen- 
te africano y que sólo tienen sanción en sus esti-^ 
pulaciones recíprocas, '* Tales convenios", declara 
un moderno escritor ingles de derecho internacio- 
nal '^remueven las cajusas de las disputas presentes; 
pero, si han de someterse á la prueba del tiempo, 
I Según qué derecho serán válidos ? Mucho oímos 
hablar de cierta doctrina de ^'Hinterland '^ La re- 
gla aceptada respecto del área de territorio afectada 
por un acto de ocupación en una tierra de grande 
extensión ha sido que la cumbre de la vertiente es 
el presunto límite interior de la tierra y que las 
fronteras laterales son los límites de la tierra baña- 
da por los ríos que desembocan en el punto costa- 
ñero ocupado: La extensión de territorio reclama- 
da en virtud de una ocupación en la costa ha guar- 
dado hasta ahora cierta relación con la naturaleza 
déla ocupación. Pero ¿ cuál es el límite dé la doc- 
trina de ^' Hinterland'? " O estos arreglos internacio- 
nales pueden sólo aprovechar entre las partes sin 
constituir impedimento alguno contra el proceder 
de cualquier intruso extraño, ó la fuerza es en ver- 
dad el derecho. " Sin adoptar esta crítica y sean ó 
no intrínsecamente justas las "esferas de Mífluen- 
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cia^' y las doctrinas de " Hinterland", no puede pre- 
tenderse en modo alguno que se apliquen á los con- 
tinentes americanos ni á ninguna disputa que ahora? 
exista en ellos 6 que surja en lo sucesivo. Ni 
ha de admitirse que, hasta donde es proba- 
ble que surjan disputas territoriales entre la 
Gran Bretaña y los Estados Unidos^ no son 
adecuados para su inteligente y justa consi- 
deracián y decisión los principios aceptados de 
derecho intemacionah Por ejemplo, á menos que 
los tratados encaminados á la armoniosa dis- 
tribución del África hayan efectuado algún cam- 
bio, no ha de considerarse como indeterminada 
la ocupación que es suficiente para dar á un Es- 
tado título á un territorio. Debe ser pública, ex- 
clusiva^ ^adversa, continua y ejercerse con pre- 
tensión de derecho. No necesita ser efectiva en el 
sentido de que envuelva la possessio pedís sobre 
toda el área reclamada. La única posesión re- 
querida es la razonable en todas las circunstan- 
cias — ^atenta la extensió)) del territorio reclamadoj 
su naturaleza y los usos á que se adapta y qxie se 
han hecho de el — núentras que la ocupación me- 
ramente interpretativa está reducida á límites por- 
la doctrina de la contigüidad. Piénsase, al pa- 
recer, que el derecho internacional que rige la 
adquisición territorial hecha por un Estado me- 
diante la ocupación es fatalmente defectuoso, por- 
que no hay ningún tiempo fijo durante el cual 



— 85 — 

deba continuar la ocupación. Pero es obvio que 
no puede haber tal límite arbitrario de tiempo, 
sí no es por el consentimiento, convenio 6 uso 
uniforme de los Estados civilizados. Es igualmen- 
te obvio y mucho más importante notar qtie, aún 
cuando fuese hacedero establecer tal período ar- 
bitrario de prescripción . por convenio internacio- 
nal, no sería prudente ni conveniente hacerlo. 
Cada caso debe dejarse depender de sus propios 
hechos. Un Estado que de buena fe coloniza, igual- 
mente que ocupa, efectúa grandes imposiciones^ 
de capital y funda establecimientos populosos^ 
se haría justamente acreedor á título suficiente 
en más breve espacio de tiempo que otro cuya 
posesión no se distinguiera por ningimo de esto^ 
cambios de status. Consideraciones de esta na- 
turaleza inducen á la primera autoridad inglesa 
en punto de derecho internacional á declarar que, 
por una parte, ''es en el más alto grado irracio- 
nal negar que la prescripción es un modo legí- 
timo de adquisición internacional" y, por la otra, 
^*se hallará no menos inconveniente que imprac- 
ticable tratar de definir el período exacto dentro 
del cual puede decirse que se ha establecido — 
ó en otros términos, fijar la limitación precisa 
del tiempo que da validez al título de las po- 
sesiones nacionales". Además: "Las pruebas de 
la posesión prescriptiva son sencillas y pocas^ 
Son principalmente publicidad, ocupación conti- 
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nua, falta de íutenupcióu fusurpatiojy ayudadas 
generalmente sin duda» moral y legal mente ha- 
blando^ del empleo de trabajo y capital en la 
posesión por el nuevo poseedor durante el pe- 
ríodo de silencio (5 de inercia (inertía) 6 la omi- 
sión de cualquier tentativa de ejercer derecho de 
propiedad, por el poseedor anterior. El períoda 
de tiempo, como repetidas veces se ha dicho, nO' 
puede fijarse por el derecho internacional entre 
las naciones como se puede hacer por el dere- 
cho privado entre los individuos ; tiene que de- 
pender de variables y varias circunstancias; pero 
en todos casos se requerirían estas pruebas". La 
justicia inherente á estas observaciones, así como 
el gran peso de Sir Robert Phillimore como auto- 
ridad, parecen mostrar satisfactoriamente que el 
estado del derecho internacional no suminis- 
tra razones imperativas para excluir las contro- 
versias de frontera del objeto de tratados gene- 
rales de arbitraje. Si tal es verdad con respe- 
to á los Estados civilizados en general, afqrtiori 
debe serlo con respecto á las dos grandes nacio- 
nes que hablan inglés. Como ellas tienen no 
solamente instituciones políticas, sino sistemas de 
jurisprudencia, idénticos en su origen y en las 
ideas fundamentales que les sirven de base; como ^ 
la ley sobre bienes raíces en cada una de ellas 
no es más que un vastago del mismo tronco pa- 
dre, no es fácil creer que un tribunal compuesto 
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de jueces de la Corte Suprema de cada una 
aún si Inibiera de obrar como tercero en dis<^or 
dia un jurista extranjero, produjese ninguna fla 
grante denegación de justicia. Lord Salisbury 
presenta el supuíísto caso de una controversia 
territorial que envuelva multitud de personas 
cuyas perspectivas pueden oscurecerse v cuyas 
vidas puedejí amargarse por su dilación y deci- 
sión. Dable es conceder la posibilidad de que 
ocurra tal caso; pero esa posibilidad apenas puede 
considerarse como objeción válida contra un pro- 
yecto de arbitraje general que está limitado por 
la estipulación de que una ú otra parte podrán 
negarse á someter á arbitraje una disputa que en 
su sentir afecte la honra ó la integridad nacio- 
nales. La estipulación tiene en mira precisamente 
tal posibilidad y permite tratarla como lo requie- 
ran las circustancias. El plan de Lord Salisbury, 
en vista de tal posibilidad, es que se llenen todas 
las formas y ceremonias del arbitraje, pero te- 
niendo una vi otra parte la libertad de rechazar 
el fallo, si óste no fuere de su agrado. Expó- 
nese respetuosamente que un procedimiento de 
esa especie tiene que tender á inspirar despre- 
cio por todo arbitraje; que cada parte en una 
disputa debe decidirse á someterse á un fallo 
antes de convenir en el arbitraje ó á no con- 
venir en óste absolutamente; pero que, después 
-de haber convenido en él, debe quedar irrevoca- 
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blemente obligada. Las observaciones que prece- 
den re>sponden, al parecer, á todas las insinuaciones 
del oficio de Lord Salisbury, de 18 de majo ultimo ^ 
-que no se han tocado ya en la correspondencia an- 
terior. Según las proposiciones originales de Lord 
Salisbury, contenidas en eL oficio de 5 de mayo 
último, ha de ser nulo un fallo protestado, á menos 
que lo confirme el tribunal de apelación de seis 
jueces, por cinco votos contra uno. Después ha 
insinuado que tal fallo protestado puede tenerse por 
válido, á menos que lo deoeche, por algún error de 
hecho 6 de derecho, un tribunal de cinco jueces de 
la Corte Suprema del país que proteste. Sin com- 
prometerme respecto de ese punto, se me ocurre 
como digno de consideración si no podrían cambiar- 
se las proposiciones originales de modo que fuese 
válido el fallo protestado, á nienos que lo dese- 
chara el tribunal de apelación, por la mayoría 
especificada. Tal cambio sería de grande alcan- 
ce en el sentido de remover aquella falta de 
carácter definitivo de los procedimientos, que, como 
se ha dicho en oficios anteriores, es la grande ob- 
jeción que existe contra las proposiciones originales. 

Tengo á honra pediros que, cuando os sea 
dable, expongáis á Lord Salisbury lo que prece- 
de, suministrándole copia, si el la deseare, y con 
ese fin os acompaño una. 

Tengo, etc. ^ 

ElCHARD OlNEY. 
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